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AU10 DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Magistrado ponente doctor Suárez Murillo
CorteSup -emade Justicia-Sala Plena-Bogotá, jalio seis de lII;l

nOlecien tos catorce

Viste s: El sellor Carlos José Espinosa ha comparecide
anlE"la Corte Suprema de Justicia, acusando como inconstit •.•
eionalla Ley número 14 del año en curso, por la cual a
aprueba un '{ntado entre la República de Colombia y lOB
Estados Unidos de América, y liolicila que, eneje.cicio de la
alribuci6 [}consignada en el articulo 41 del Acto legislali~
número J de 'glo, se declare inext'quible dicha ley.

A su petici6n acompaña los siguientes documentos:
J.° (opia auléntica expedida por el Director de la SeceiÓD

2.· del N inillterio de Relaciones Exteriores, de)a Ley 14 die
J9.4, en la cual copia se halla inst'rto el Tratado que celdlll'
)a Repúllica de Colombia con 108 Estados Unidos de Amm.
ea, el ~ei I de abril del año en curso.

2.° E I mt'morial que a los honorables Senador~ y Repre-
8pnlanlpI dir;~ieron eo '5 de ma'yo del propio año Jos señora
Carlos J, sé ESfJinosa y Jorge Mart{npz L. ; Y

3'° I:I número '5.216 del DÙm'o Oficial de '3 de junio
del mis/To afto, dtlbidament~ a utenticado, en el que apar~
publicad I la L~ynúmero .4 de '9'4, por la cual se Rprueba
un Tratado. EMte.que es ("I celebrado entre Ja República et.
Colombi: y los Estados Unidos de América, para el arreglo
de /lUS djf.~rf'llcias provenil'ntes de Jos acontecimientus rea6-
zados en el Istmo ne Panamá en novieml1re de '903. se e.-
euentra leproducido en su totalidad en el CUHpO de esa le,.•

La demanda en cuestión fue pasada al señor Procurador
GeoeraJ.lela República, para que diese 8U dictalbeo, como Jo
estatuye la Carta fundamental; y este alto empleado, en ••••
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morial d~ fecha 25 del pasado mes, dice lo queen le~uida se
copia: ·'Creyenio ejercitar el derecho queda el articulo 4. del
Acto I••gill18tivo número 3 de '910, y demandando en aparien-
eia IIf inl"x •.qllibilidad de Iii Ley .4 del pre~ente ailo, lo que
el flt'ñot Carlos José E~fJinosa pide, en realidilli, e~ q'H' " •• ele-
eida pnr vosolros la incoll~til ucionalirfad drl Proyecto de Tra-
tado entre Colombia y los ElItarlos Unidos. Yo os daré COD
mucho gusto mi conct'pto sohre t'1 fondo del extenso y razo-
.arlo memorial dd señor Genf'!ral Ellpinosa, cuanrlo hayáis
deci,fido por auto p,jecutoriado que la Corte Suprema lie JU8-
tidlt lit'ne facultad constitucional o It'gal para intl'rvl'nir en
la hechura de tratad'ls póblíC08 d~ I•• Ihlloera j¡:Je.da por el
IPñof General Espinosa, o de cualquiera ot.a manera, y que
un f~nómeno jllrf,\ico en pot •.ncia impl'rft'cto o incompleto
puede ofrecer materia de aociones judicia.es. Antes de dictar-
le eSIl decisión, mi trablljo carece de objeto.

Senores Magistrados.
R'CARbO OCHOA GONZÂ ••• Z ,.

'Sif"ndo llegado 61~o de que 'eM Corporación decida te
flUe ¡;ea legal 80bre la demanda del Btlftl,rEspinos8, se proce-
tie a ello, medi9nte losT8zo8-.mit>nto8 que van en Be-gui,ta :

Empi.'za el solicitante por mani'fmarque el articulo únj~o
de laie)' que ac0<il8 ante 'Ia 'Cllrtl>, dice agi: "Aprnéb8se el Tra-
tado Iluscrito en estaclIpitlll el efta seis de abÑI dt'lr.orriente
año, f'Iltrp. la Rp.ptíbHc8 d~'d;:t)lombia y 11~ E'ilarlofl U nid08 de

, América"; y para 8.,stener que 8U acu8ación es funrlltfla, se
eXprP.lla en 108 81guientes lérminOl!l: "El Tratado qlleH
apr'ot!bs por mediu de e88 ley P8 tReuBstitucional, porqut'! vio-
l. Ins artlculos •. °,2.°,4.°, '9. ¡6y uo'fle 141 ConstitUCIÍÓD.
, e1 articulo 1.° del A.cto 16(llSlativo deJ910lqJt" i1ultitu,e
el articulo 3 o de la Con~titución, y m'II qoe eso, porque pug-
ÍJa abietlltmenle con 108 priucipios fuu,lam ••nt ••les de e8&
Conltutudón, con el esptritll que la inforflla y que ¡,resUió a
au experiir.lón • .y por con"iluieDtPi miDil por 80 bllseLodo
áUe$lro 8istema coostituoÍonaJ, COIDO.e flI'opoa,o tlMlf»-
••.•'10/'

A I fin de 811 deraanlla eoocteta ~lldlióittlrílie 10iI mô'iY08
•• ao.. cuales fun Je'8ll plfticién, en lã r.u'.a Mgoieflle :

., .;0 El teconocimif'nto de la ind~ndencift del Dt'!par •.••
aventO de Panamá, ht'ch" por el Trata·Io de 6 ti., abril del
prf!8enLe aftc). rompe la uni.tad naei"ual y, pOI' r.on8ÍguienLe,
•••••OLA aL ARI'(CÜLO •. 0 .DJI: L4 GOlUTfucr6a. 8t'11ln elcual,.
1Yacid~Colombiana ~, una república llR;Ia,.¡a ;
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~.o Al reconocerlQ independencia y por cOMigoieafB •••
~18D.(a <kt Departamento de Paollmá SE HA VIOLAOO SI. Aa.
Ti¡;:u!.@ 2.° DE LA. CONSTITUCIÓN, según el cual la soberOl'ÚQ ~,
.ide esencial !I exclusivamente en la Nación;

3.° El reconocimienlo de la independencia de Panam', a
q,u.e $e ha hecho referencia, y la consiguiente st>gr~gllción da:
ua porGión del territorio colombiano, VIOLA. EL ARTlc\JW I."Q-
~L ACT() LEGISLATIVO NÚMERO 3 DE 1910, que demarca y cin-
t1unscribe claramente el territorio de la Repú6lica ;

4.0 Por el Tratado de 6 de llbril del ~rres('nte &ño, no 8Ó~

le han cambiado sustancialmt'ote los límites de la Rt'pública.
con uaa delas naciones limítrofes, sino que se ha sU8tituido
e13ta na<:Íón limítrofe, por uno de I(lS Deparlamento" que com.
ponpn la Rf:púhlica, luf'~O SE HA. VIOLADO ('(IR SEGGNOA VB~,
EL ARTkuLO (.0 DEL ACTO U:G1-L>\'\lVO IIIÚ,\lERO 3 Df; 19·(0.
'lue señala ;/ ddermina cuáles son los limites de Columbia, JI
cuáles las naciones limitro/es ;

5 o A I It'I'OnOCl'r a Panamá como nación inrlependit'nte
por el Tratado eo refeff'ncia, se ha enajt'nado parte delterri-
torio de la República y 8egrt'gado una rie las seed. ,nt's ql)£
Ja integran, luego SE 1I.~ V(l)L"D'1 EL ARTicULO 4.0 DE L" CON'"
TITUCIÓ:>l, que expresa cuál es el territorio de la Repúhlt'ca, fi
cuáles las ~'eccione.<:que lo componen;

6.° POI' el dicho Tratado de 6 Je abril, al borrar los If-
mites constitucionales y fijar otros con la tilularla Repúhiica
de Panamá, se le entft'ga a ésta la rt'~póll colombiana d.-l Da-
¡:iéo) d •.jando a los indios que la habilan a J1\I'Tct'dde 108 P'"
Dameñll!l, NUS morlales enemigos; 11Ie~() no se nispensa a esto.'
ciudadanos columbianos la pníleeción a que tienen derecM,
y por lanlo SE VIOLA EL ARTIcULO J 9 DE LA CONSTITlJCIÓN, ~
gún el cual las autoridades de la Repúb!J.'caestán insfituida •.
para prole,qer a todas las perllonas residentes en Colomhi.-
en SlU vidus, honra !I hienes;

7'c P~lr el Tratado m¡'nci'IOado, al reconocer la inctepp ••
dencill de Panamá, se desmembra el tt'rritorio de la Re"úbij..
ea y tie alteran de una manera !>ustancial sus lírnit('s cOlIsli·
~ucil)nales COll la aprobación del Congrt'so, ¡ul'go se VIOLA .•••
ARTíCULO 76 DE I.A. CONSTITucróN, que fija. dt'lermina y, pqr
coDsiguieDl~, limi-t.a las atribuciones del Congrt'so, entre laa
eualei no se encllPntra la de de~mt'rnb(ar la República Bi •••
de cambiar SIIS limiles conslitucionales ;

8.° Por el Tratado tantas Vl'ces citado, al convenir en ce..
lebrar COD Panlimá un tralado de paz y amistad que trflga
par objeto el establecimiento de relaciones diplomáãcas reg""',
i(Jre¡, COQella suPUestll República, tácitamente se CODCnHa
iadulto y amniitía a ~os de delitos comunes.y, por taRlo, ••
VIOLA POR SEGUNDA v£z ~f. .Jl:dCULO 7,6, J)~ L4 CotlSTI'IUQÓff,.
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por delIt08 polilIcos, y esto" por 108 dos tercios de J08 votos
en cada Cámara" y " por graves motivos de conveniencia·
públi'~a ";

g.o eor el Tratado aludido, al aceptar para Colombia,
de Jos Estados Unidos, una suma de dinero, sin que se diga
• tituJo de qué, se ha ceh ..brado un contrato ilicito, lo cual
es le~ivo de la honra nacional, y por consigui~nte, SE Ilk VIO-
I..\DO. sr .. ARTiCULO J20 DB LA. CONSTITUCIÓN,que impone al
PresIdente de la Rp,pública eJ deber de "defender la inde-
penJencia y la honra de la Nación";

10. EJ reconocimiento de la independencia del Departa-
-.ento de Panamá, llevado a cabo por el Tratado en t,.feren-
cia, es una desmembración territorial, y por tanto, UNASB-
CUNDAVIOLAcróNDEL ARTÍGt:LO r:;lo DE LA CONSTITUCIÓN,que
impone al Presidente de la H.epública el deber de defender la
¡'yiolabilidad del territorio;

I l. Al reconocer el Departamento de Panamá como na-
ción independiente y por consiguiente soberana, no sólo se
bao violado todos los arlieu/os constitucionales enumerados
ea esta demanda, sino, lo que es más grave, SB HA VIOLADOLA
Col'lSTrTUCrÓNEN SU SSBNCIAMISM.\,EN LOS PRrNCIPlOs FUNDA-
"1'lITALES QUE LA rNFoRMAN,como se deduce de todos los an-
tecedentes de esa Constitución, cuyo preámbulo dice: " ........•

y Ct)NEL FIN DE AFIANZARLA UNIDADNACIONALY aspgura,.
/os hienes rie la justicia, la lihertad !lIa paz, hemos venido· en.
Da decretar, como decretamos, la siguiente CONSTITUCIÓNpo-
mICA DE COLOMBIA";

12. Aunque la sec~sión del· Departamento de Panamá se
considere como un hecho cumplido, no por eso es menos in-
constitucional reconocerlo como nación independiente; porque
eo derecho y constitucionalmente, Paftamá continúa siendo
1IDode los Departam~ntosque integran la República de Colom-
hia, y así loestatu)'6 el constituyente de 1910 81 dejar vi gen-
•• todos los articulos constitucionaJes que consagran la uni·
dad y la soberaniR de la República y garantizan la integri-
dad y e/ honor nacionales; ..

13. No puede exceptual'8e de lo preceptuado por la Con •..•
titución la Ley 14 del presente año, porque el ártlculo cons-
titucional que confiere a Ja Corte Suprema la atribuci6n de
decidir sobre la exequibilidad de las leyes acusadas como in-
constitucionales, no sólo DO establece excepción alguna, sino
que· se rt>fiere a "TODAS LAS LBYBS," y porque hay razones
.uy poderosas para que aquéllas por las cuales se aprueban
loa Tratados públicos, no puedan e»ceptuarse por ningún
motivo de lo prescrito en tal articulo;



.4. El dicho Tratado de 6 de abril del corriente afto, no
sólo es inconstitucional, sino que traería consigo grandes ma-
les y gra ves peligros a la nación; luego al acce<Jer a mi soli-
citud, la Corle Suprema de Justicia no sólo salvada la inte-
gridad de la Constitución, sino que prestaría un inmenso ser-
"icio a la República;

15, El Tratado suscrito l'n esta ciudad el 6 de abril def
presente-ai'ío, entre la República de Colombia y los Estados
Unidos de América, es a todas luces inconstitucional; luego
la Lev 14 del presente año que lo aprueba, que le da validez,
y en la cual ha quedado incorporadú, como consta de la co-
.pia autorizada que tengo el honor de enviar adjunta, es una
ley inconstitucional, y por consiguiente, inexequible."

Se ve, pt1e~,sin lugar a dUlia, que la demanda sobre in-
exequibilidad se dirige contra el artículo único de la Ley 14
de 1914, aprobatoria de un tratado, y que d fundamento de
esa int'xequibilidad se hace consistir, nó ell.,que ese artículo
sea contrario a la Carta fundamental, sino en que algunas de
las estipulaciones contenidas en el expresado pacto, violan,
nO.8ólo los preceptos que se citan de la Constitución, sino
(lue pugnan contra el espíritu que informa nuestro Estatuto.
En.otros términos, se ataca el espíritu de la ley, no en si
mismo, sino en cuanto aprueba un tratado que contiene cláu-
sulas que atentan contra la Constitución nacional.

Como, por otra parte, el dem~nrlante razona largamente
sobre la compelencia que la Corte tenga para decidir el
asunto, y el señor Procurador General manifiesta que no
emitirá su concepto en el fondo de la cuestión sino cuando
este Cuerpo resuelva, por aulo ejecutoriado, 'lile tiene facul-
tad constitucional o legal para intervenir en la negociación
de tratados públicos, es preciso entrar a ~:xaminar en primer
término, si la Corle tiene o nó la competencia que le atribuye
el demandante.

Invoca éste, en su apoyo, lo que dispone el arUculo 4.
del Acto legislativo númp,ro 3 de 1910, reformatorio de la
Constitución, qlle dice: "A la Corte Suprema de Justida se le
confia la guarda de la integridad de la Constitución. En con-
Secl1eocia, además de las facultades que le confieren ésta y
las leyes, tendrá la siguiente: Decidir definitivamente sobre
la exequibilidild de los actos legislativos que hayan sido ob.
jelados como inconstitucionales por el Gobierno, o sobre to-
das las leJes o decretos acusados ante ella por cualqoier ciu-
dadano como inconstitucionales, previa au:iienCia del Procu-
rador General de la Nación."

Se acoge especialmente el autor a lo dispuesto en la le·
,unda parte del inciso 8~gundo, es decir, a la facultad coq-
cedida a la Corte para decidir sobre todas las leyes o decre-
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lœ, acosados aD.~ ella por cua'quier IÍildadano cOIDo;jDCQDt-
tilucioDales; y alega que, dados 108 términos genera_fefa
que, está concehida I'Sta di..,posiciólJ, le compete a la CurtedtJ-
cid;,. sobre todasellal, -sin que pueda argüYr~, que 'a 'ey a
ga8 se rtfiere su acusación es una'ey excepcional, y que por
lo taDto, no cae dentro de la atribución citada.

Aun cuando la ley que aprueba un tratado público e8t~
sometida en so forma«ión a los requisitos ordinarios que pre-
tiden a 'a expedici6n de 108 aclos 'egislativos comunes, no
puede revocarse a duda que, por otros aspectoli, difiere 8U8-
taocia'mente de las leJes ordinarias. Estas 80n acto8 unilate-
rales, expresi6n de la voluntlld del 80berano-que manda, pro-
hibe o permite, )' que se cumplen con sólo el rt'quillito de 80
.anción y promul~ación. Aquélla I'S e'emento rie un acto ju-
rtdico complf>jo, f'R la manera como una de las alIas pllrtes
contratantes manifiesta su consenlimiento a 'as estipulario-
DeJtde no pacto sinalagmático internacional, no eslablt'ce por
fil sola relaciones de derecho, y su eficacia depende del con-
sentimiento de la otra nación contra tonIe, si ésta por 8U parle
ratifica las ciáusulasconvenidas por sus negociadores. La ley
que aprUf'ha un tf'tltado público tienf', pues, un carácter es-
pecial. l'El pape' dl'l Parlamento, en materia de tralaJos, dicee' ilustre profesor francés Merignbrac, no se asemtja a~ que
desempeña en maleria legislaliva."

A pesar rie que, según se ha dicho antes, la 'ey viene a ser
on elemento necesario del tratlldo, no por eso put"de ló~ica-
mente confundirse el paclo con la ley que lo aprueba. Aquél
contiene 'as estipulaciones reciprocas d~ 'as partes, los debe-
res que contiene cada una de ellas y 108 derechos que adquiere,
1no surge a la vida jurldica sino cuando las potestades su-
premas contralRntes lo han ratificado y se han canjeado la8
ratificaciones. Esta, o sea la ley, es tan sólo el aclo en virtud
del cua' unO de los dos Estados que negùcian acepta Jas cláu-
lu'as convenidas, cuando, se~ún sus instituciones, se exige la
intervención del Poder Legislativo en la celebración de los
Trab.dos pdblicos •.

Ahora bien: como los fundamentos de la acusaci6n pro-
movida ante esta Corte se encaminan torfos a dl'mostrar que
existe pugna entre algunas de las cláusulas del Tratado dè 6
de abril y varias de 'as disposiciones de nuestra ClIrla funda-
mental, es eviriente que la malpria sujeta a la decisión. de la
Cortp. es el Tratado mismo. Y esta Superioridad no tiene,
legún la Constitución, facultad ninguna para resolver si han
de su~sistir o nó Jas estipul~ciolles acordadas, porque ~o es
de 8U Incumbencia eJ conoCimiento de ILs Tratados púbhcos.

Menos aún podría la Corte declarar Ja,inconstitucional¡-dad
del Tratado, después del canje de las ratificaciones; porqne,
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siendo on a~rdo de Tolunt.ackit entre dOREstados, no serfa.
dable que uno-solo de ellos, aun por medio de su más ait()
Tribunal, desatase el vínculo contraí,jo, que a tánto equi~al-
dr1a dedarar inconstitucional y por lo mismo sin fuerza obli .•
gatoria la ley que lo aprobó.

Seglin esto, por más que el articulo 41 del Acto legisla-
tiTO reformatorio de la r.onstitucÏón hable, en términos ~ene-
rales, de que a )a Corte Suprema corresponde decidir de6niti-
vamente sobre todas las leyes o decretos acusados ante ella
por cualquier ciudadano, como inconstit/lcioDlfles, si de la
aplicación de) tenor literal de este preceplo(se IIf~a a conclu·
slOnes que abiertamente hieran otros cánones fUlldamenlales
de la Carla, la jurisprlldl'ncia y la más sana crllica foren~e
imponen el no dade a aquel precepto mayor akance que el
que deb~ tener para llenar su fin, que es el de guardar la in-
tegridad de la Constitución. En tal virtud, si cOl,furme al ar-
tfculo 5:' del E~tatlJto, toios los podt'res públicos son limita-
dos y t'jercen separadamente sus respectivas atribucionl's; si
de acuerdo con el artículo 34 del Acto )ëgislativo núrn~ro 3
de I9JO, reformatorio de la Constitución, corresponde al Pre-
sidente de la R~pública celt'brar con potencias t'x~raojeras
tratados y convenios que se someterán a )a aprohación del
Congreso; si sf'gún el numeral 20 del artículo 76 dt~la Carta
corresponde al Porler Legislativo aprobar o desaprobar 108
Tratados que el Gobierno celebre con potl'nciaê extranjeras;
si la rnisl1tHConstitución no le ha dado al Poder Judicial in-
gerencia en Ia formllción de tratados púhl ¡cos; y por último,
si a I.aluz de elementales principios no puede admitirse que
la validez y eficacia de los pactos internacionalt's qllertt'n

- sujetas, y sobre todo sujetas de modo indefinido. a la decisión
de una sola de las altas partes contratantes, es forzoso derlu-
cil' que la Corte no pueie acceder a la demandá promovida
contra el Tratado de 6 de abril dei afio en curso, por carecer
de facultad~s para plio•.

Compete 1\ la Corle Suprema la guarda de la integridad
de la Constitución, y no sería mantener esa integritMirl p) rom-
per la armoDía que existe y debe existir en tre sus diferentes
partes. Por eso, si de la observancia textual del artículo 4 I

ya citado, resultan en algún caso vulneradas otras reglHs enns-
titucionales, es indudable que entonces no corresponde apli-
carlo.

Admilir la inlervención de la C()rte Suprema de J ustida
para invalidar, por inconstitucional, un tratado. público, equi.
valdrfa, ell úl!lmo análisis, a asumir la Corte para Be el ('Jer-
cicio de la soberanía transeúnte del Estado, que a ella n/i le
cslá atribuído. ya qlle vendría, en definitiva, Il darle O negar-
le el pase a Jas estipulaciones de los pactos internaCionales.
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• D~ otro lado, considérestf)a cOlJsecuencia, 8bsolulame~te.
'inadmisible, que surgiria deqult I~,Córte pudiese declarar'-'
inll.licacia tie la ley que aprueba un tralado, después que haya'
recibido la ra ~ificación d" la otra parte contratarne. El Go-
bierno'y el pueblo de la Nación se hallarían en un conflicto
irresoluble: de un lado, en la obligación de cumplir )ealmen-
t~ las estipulaciones de un pacto intetñacional p~tfecto. en )a
cUlf.1 est~ía soll'mnemente ell~~etiada la fe pública; y de otr?,
en el deber de acatar la decISión del más alto Cuerpo J Udl-
cial del pats, que ~I declarar inconstitucional el Tratado, im-
pHcitamentedispdodrla"que no se obedeciese. No cabe en mo-
do alguno sbponer que seml'jante ahsurdo"que nace de)a
aplicación literal de1 artículo 4(d\"1 Acto reformatorio, haya
estado en la mente de los que expidieron elle acto constitu.
cional. '

En mérito de las razones anteriormente expuestas, la Cor-
te Suprema, administrando justicia en nombre de la Repúbli-
ca de Culombia y por autoridad de la ley, se abstiene de de-
eidir sobre la conslÍlucionalidad o inconshtucionalidad de la
Ley 14 de 1914, aprob ••toria del Tratad,o entre la Rep6.bli-
ca de Cl!lombia y lo,s E~tados Unidos de América, por esti •

.mar que carece de facultad para ello.
NOlifíqllese, cópiese y publ~quese esta providencia en la

Gacela Judicial.

El Presirlente, EMILIO FERRBRO-EI VicepresidEflte, Lurs
EDUARDO VILLEGAS-MANUEL JllfiÉ ANGARITA-CONSTANTINO
BAI\CO - TANCRItDO NANNET'll-lhRTOLUMÉ RIJOI\{GUEZ P.-r-
LlJIS RUBIO SÁlz-AuGUSTO N. SAIlPEI\-ALB~RTO SUÁ~BZ
MURILLO- ViCente Parra R., Secretario en propiedad.". ,

Es copia comparada ..

••
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Salvamento de voto

DE LOS MAGISTRADOS DOCTORES RODRiGUEZ P. Y SAMPER

E!\tan 10 en absoluto desacuerdo, como lo estamos, con la
8nterior decisión de la mayoría de la Corte, salvamos nues·
tro vüto por las razones 'que a continuación exponemo~

Para ello seguiremos d orden de las razones que sè'- ex-
ponen en la sentencia, las cuales creemos concretar fielmen-
te como en seguida lo hacemos:

I,," Que aun cuando la ley <Jueaprueba un tratado pú-
blico, es an elemento necesario del mismo, no se conÍltnden
lógicamerlte la una .r el otro, porque el tratado no tiene
vida jurídica sino desde quel las potestades respectivas lo
ratifican .Y se canjean las ratificaciones, mientras que la ley
es tan sólo la aceptación de él por uno de los Estados con-
tratanles.

y que como la acusación de la ley que aprueba el trata-
do celebrado entre Colombia y los Estados Unidos del Nor-
te, se funda en que algunas de sus estipulaciones pugnan
con la Carta fundamental, lo que se ha somelido a la deci-
sión de lu Corle es el tratado mismo, para lo cual no es ella
competente, porque dicha Carta no le asigna el conocimien-
to de las dt'nunclas de tralados públices;

2.& Que después de ratificado el tratado, menos puede la
Cort'~ t~n~r la facultad de declararlo inconstitucional, porque
eso seria desatar uno de los Estados contratantes el víncu-
lo qne lo ha ligado al otro, y que es inadmisible, por ele-
mentales principios, que la validez y eficacia de los pactos
internacionales, queden sujetos a la decisión de una sola de
las altas partes contratantes;

3,a Que siendo atribución del Poder Ejecutivo y del
Congreso, como lo es, celebrar y aprobar tralados públicos'
respecllvamente, y no habiéndole dado la Conslitución illge-
ft'!ncia a la Corte en la formacidn de éstos, el artículo 4 I del
Acto legislativo reformatorio de aquélla, no tiene aplica-
ción a las leyes que aprueban pactos inlernacionales, porque
!li la tuviera, violaría esta. Superioridad la misma integridad
dell<~stalulo, cuya guarda le ha confiado dicho artículo 41,
intel'viniendo en asuntos que la Constitución ha asignado a
los otros Poderes;

4.· Que con la ingerencia de la Corte a invalidar los tra-
tados por incoDstitucionales, se arrogaría la soberanía tran-
seúnte y daría y negliría el pase a aquéllos, sin que se le ha-
ya conferido esta atribución; y
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5!- Q'Je si la Corte pudiera decla~l:,ine6cace8 108trata.'
dos por inconstitucionales, sUfriria part. el Gobierno un con-
flicto irresoluble, pues se hallarla entre la obligación de cum-
plir los tratados y la de obedecer la resolución de aquella
Corporación, Jo qUI', por absurdo, DO ha podido estar en la
mente de los que adoptaron el ref~rido articulo 41.

Separadamente examinaremos estas argumentaciones.
l.. La priml'ra de ellas considera) en síntesis, que eltra-

tado &,eanexa las leyes de las nacIOnes que lo aprut'han, y
que éstas lIOnactos constitutivos de aquél, por lo ~alla ley
aeu88dli no está sujeta a que la Corte la declare inconstitu~
cional, sir.ndo mero elemento del tratado.

Esta teoria, si fuera juridicamente verdadera, no justifica-
na lafrl'solllción de la cual nos apartamos, puesto que no ha
sido aprobado el tratado referido sino por Ipy de UIIO de 108
dos Estados contratantes, y no I'xistc por ello el pacto pro-
ducto de las l~yes d~ ambos, que seria el que, sl'gún la misma
teoría, hauía de anexarse una y otra ley. Nùes posible por lo
mismo que lo acusado por el señor Espinosa sl'a el tratado.

Ni ha sidù tampoco el que está en gestación, esto e8, el
aprobado por la ley colombiana, el que se ha sometido a la
decisión d~ la Corte, porque él está incorpnrado en la ley y
es parte intrgrante de ella. No es la ley elemento necesario
del tratado en desarrollo, como lo f'nuncia la mayoría senten~
ciadora, SIOO al contrarIO, el último es elemento necesario de
la primera, porque el tratado no existe juridicamente sin la
aprobación de la ley.

M as la ttorla de que el tratado rati.6cado por leyes de I a8
Potencias contratantes, adhiere éstas Il él, DO se ajusta a Ja
relación de cau'";i Y efecto entre uno y otras, porque son Jas
leyes las que generan el tratado, no éste 8 aqoéllas, y una
vez que, sl'gún exprrl:ión de la mayoría de la Corte, DO 18
confunden lógicamente el uno y las otras.

Así pues, no es el tratado lo que acusa el peticionario,
puesto qUI! todavía no h~ sido ratificado por II'Y del otro
Estado contratante. Si lo hùbiese sido, el denunciante hahría
eontraído la acusación a la ley colombiana que lo aprobó,
por no autorizar la Constitución la solicitud de inexequibiJi-
(Jad de una ley extranjera, solicitud qué por lo visto no ha
hecho ni podía hacer.

LIl acusación versa sobre la ley, y 891 lo expresa clara·
mente el sd'ior E~pinosa. La inl'xequibi/idad de ella es lo que
está co discusión, no la del tratado. La Corte estaba, por tan-
to, en el deber de resolver este PUllto preciso que 86 ha some~
tido a su consideración. La dilltincjón que ha hecho entre
tratado y ley, para abstenerse de decidir la cQetltióo, no re,·
viste la solidez jurídica indispensable para apoyar la abs-
t.ençióo.
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2.- Si la Corte pudiera ~ec1arar inexequible .Ja Jey que
aptueba un pacto InternacIOnal, aprobado tambIén por ley
de otra nación contratante con Colombia. dice la mayoría de
esta Corporación, la República haria inefh:az el pacto por Sil
80Ja volunta l, contra triviales principios d~ d~recho univer.
sal. E~te razonamiento es la aplica ~ión llfectiva de la teoria de
la mayorfa, sobre que el tratado se anexa las leyes de los
paises' que lo aprueban, teoría que, traduci.-Ia a un lenguaje
más inteli~ible, si~nifica que d tratado impi,le a los Pocier~
ptiblicos de cualquiera de los Estados contratantes, act:) al.
guno que tienda a hacerla ineficaz. Ahora bipn, esta teoria es
contraria a los principios reconocidos por el Dllrecho interna-
cional, para los casos en que lo~ tratados públicos vinlan la
Constitución de alguna de las naciones contratantes, por lo
que p~salllf)" a exponer acerca de punto tan importante, y
sobre el cIJal ha guardado silencio la mayoría s~nt"nciadora.

Los expositores de Derl'cho internacional a'lienlan el prin-
eipio de que 108 tratalicJs público!} pueden no ejecutar!'!', cuan-
do son contrarios al derecho constitudona I de los E~tados
que los celebran, salvo en muy po,;os casos. Entre olro!\ au-
tores que tratan de esta matl'ria se encuentra Blnnt,"chli,
quien en su obra Droit international, 8 las páginas 248 y 249
de la cuarta edición, se expr~sa a~i:

" Les traités qui tenrlent à abroger ou a modifier la cons·
titution ou les lois d'un état ne constituent pas néce¡;sairement
une violation du droit international, lorsqu'ils l.nt été coclu.
par les représentants de ¡'état; mais ils serool dans certains
cas Inexécutable¡¡ et resteront Rans dfd.

" Le droit internationalll'obli~e q'le l'état clont Ips repr&-
eentants ont conclu le traité, et admet que c'est à l'état à rea-
I¡ser, ell modifiant S8 constitutiCln ou ses lois, les promesset

. faitl par le traité. 1\IaIS on peut concevoir le cas. ù l't·xér.u-
tioo du traité rencontrerait de la résistanc~ dans le pal&..:
dans ce conflict, IPo lirait international ne doit pas necéssaire-
men~ avoir la préférence sur le droit constitutioDal Car on
pourrait de celte façon renverser la constitution d'un pay.
et. réduire à néantles libertés des citoyens La rélli~lance cons-
titutionelle à l' execution du traité doit être reconnue et ~ncs-
.lÏOftllée par le droit. On doit cependllnt faire une eXc~ption
pour lej traités de paix, parce qu'ils 80nt l'expression de la
neoe88Ílé des faits."

Calvo, en su tratado Le Droit in lernatÛJnal, a la página
665 de III tercera edición, dice que no puede ser obli~ada una
naciÓn a cump.lir un tratado que cOD8titu~ionalmeDt.e no pue-
de entrar en vigor.

n~~~um't!o eOIleste principio, observado por las nacio-
nes cIVllazadas, los tratados que violan manifiestamente la
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CODstituc~6n de uno de los Estados cODtr8tant~ puedeD.~
ser cumplidos por él, exceptuándose los tratadoS de paz, pot .
.ser una imposición del vencedor a que no. puede resistir el
vencido.

La ley acusada está, por consiguiente, bajo lit jurisdicción
de la Corte, aun después de ratificado el tratado que ~na
aprueba por los dos contratantes, teniendo como tlenl', esta
Corporación a su cargo, la guarda de la integridad de la
Constitución, cuando las leyes son contrarias a ella, porque
el derecho público colombiano conserva su imperio sobre
aquella ley, s•.gún el principio de Derecho internacional que
se acaba de f'xponer. Pllede por ello la CarIe dec/lIrar inl'xe-
quible esa If'!Y,si hay fundamentos para estimarIa ioconstilu-
ciondl, sin que por esta se jny-iera indebidamt'nte en la in+~-
cución fiel tratad", porque el Derecho internacional reCllllore
a los Estlldos celebrantes de un pacto, y en CODlWCUI'nCI8a
los poderes públicos que deben t'j••rcer la atribul~ión corres-
pondiente, el derecho a resolver que no se puede cumplir el
pacto cuando v¡"Ia la Carta constitucional de la nación.

La Corte puede hoy, con mayor razón, deridir la solicitud
de inexequibilidad del acusador de la misma ley, una vez que'
ellratado nO ha sur~ido a la vida jurídica, st'gún el conc•.p-
to de la mayoria de la Corle, porque no lo ha aprobado toda-
via el Senado americano.

Si 1011 tratados ratificados por los Poderes respectivos de
las nuciones contratantt's, sustrajesen 'ail leyes que los aprue-
ban de la acción dd derecho constilucipnlll dll las milim9s
naciones, y fueran por esto un obstáculo inalhlOllble, para
que el soberano de un pais, cuyo e!!tatuto constiturlOnal ha
sido viollldo por un pacto internacional, purliera eXCU!lar!le
de cum plir/o po~stP. motivo; esta regIa ahsoluta sl'rfa la
jastificación de lodo atentado, por lall habilidades de la di-
plomacia o la presión de 108 Estados fuertes sobre los débi~
les. contra la soberania, la indept'ndencia, la IIhertad y de-
más atributos de la personalidad internacional de los Esta-
dos, lo eua/ es contrario a los a/LOSfines dl IDerecho inter-
nacional, gue son. principalmente los de 8segurl1r tojo~ 108
atributos eÎwnciales a la existencia, la integndad y la honra
de la8 D aciones. '

El Dere-cho internacional, en la imposibilidad de estable-o
cer !lanción para los tratlldos injustos, conl!8gra por lo menos
el principio de la ineficacia de ellos si quebrantan el dl'rt'cho
público de los Estados contrlltantes, porque los podrres na-
cionales que los acuerdan, carecen en lai callO de IR pllt"!itad
de obrar contra la Constitución ..Si no fuese a!!i, el Jrf •• dt" un
Eslado y su Cuerpo Legislativo, no obrarían como maoria-
tarios del pals en la celebración de Jos pactos internaciona·



I~, ~iDo como 'rhit~ ab80lutos de él, lo cuar; por anlipa-
tl'lóllCO y funesto, 8e cJJbe rechazar.

3,- La decisión de la Corte~6obre la in('x('qt~bilid8d '198
se soticite de la ley que aprueba un tr4tado público, ,seda
una ingerencia indebida de ella en la formación. del mismo,
dice la mayoría sentenciadora, porque la c~lt·br8éión de e\l08
y 8U eprobadón correl'ponden al Poder Ej~culivo y al Con-
Ireso, respectivamente.

Esle al'gumen\o reposa sobre una apreciación inexacta del
8sl.nto, cual e8 la. de estimar quI'! la Corte cooperada a la for-
mación d.-l tratario, al dl'cidir sohre la int'xl'quibilidlld de
III It'Y que lo apru1·ba. En la formación del tratado de Co-
lombia COli la Unión Amel ieana, o sea en la ct'lebración y
en la ratificación de él. nlllguna ing;"rencia tendría Iii Cllrle
por el hl'cho de que dl'cidieraJla p"'iclón dI" io!"xl'qtJIbilidad
de la ley qne aprobó l'se tr ••talio, p.'rqu~ las' fll(wiün!"s dI" 108
Podens naci ••nales que 1" jormar&n ya IllS !"jl'lci"Jl)n. Y tn'
cuanto 8 la ratificaCión que h"~a d Srnaclo aml'rtcano del
tral.;ado, es imposible que el'til Superioridad intervenga en la8
deliberaciones de t'se cUt'rpo extranj!"ro.

Lo qUI! la mayoría de la Corte ca1ífica de ingerencia de
ésta !"nla form~ción del tratado, t's el cum,citlliento qUI" al-U-
Plitra de la petición d •• inl'xt'quibilidild de la ley que lo
aprueha. P"ro I'sto no COllsli~1I ia t'O manera alA'lIna Illter-
nnciÓn en las atrihuc·ioot·s li!"1Ejt'cutlvo y del L"gip¡h.tivo,
puesh, que ellos la~ han tjt'rcidu SID I~ clIopt'raciótl de esta
Superioridad. Lo que ésta hici •.ra en tal caso serfa t'jl'rcer
una atrihución qu~ recse subre un UlojdO dif~rt'nte del que
determina el , j~rdcio de las atl"cntilg a ICls01 ros d08 PUdl'I't'S,
vislo como es que nioguno de lo~ ciCl8tien~ fiicnftati de dl'c1a-
rar que las leyt'8 BOn IIIconslilucion:.lrs, la cual t'Il privativa
de III Corte, y que.'el reformador conMlJlncional de 1910 8~ la
asignó frl'cisamente para limitar el rarlio de acción lie 1118

otrt·s Poderfs, ~n armonía clin el artlcul" 57 de lit C()nsti-
lución, que estatuye que IOl!\ Poderel' púhli, o .• son limilados.

4.e. No pudirndo establpcer rt'laciont's la Corte con los Sohe-
ranos eXlranjr'ro8, ob se compr •.nde_ rórno' pudiera arrogarse
la soberanfa transI' únle por d h,'cho de que conociera de las
peticione8 sobre inex~quibilidad de Jai leJel!l que apru~beD
trata 108.

Tampoco se ve por qué con e1l'j •.rcicio de t'l'ta fnnción se
erigiera la COl te I'n disp!"nsllool li d,-I plllle <1euna I••," de esa
eSflecJe, pllrque JIl quI': el/a d!"('idirlll no twría potestativo,sino
fundado en la Consli1ución, y no para aprobilr (l improbar la
ley, sino t>,ra declararia inejecutable por contrav~Dir a la
carta .•.. , .



~8 raz.anea ~e l.Corte8Óbre ~"j_~,..;.
te hlpérbol., que óo perjudieaír fa iifiIIIbiíci6n del arlleolo li.aat. iicho" presente asun' ••

5·· El G.,bi"rno" no 8Qbr~aquéc cumplir, dice la m~oria
dela Corte,. si el tratalioo, o la 'decisión rie ésta que declarar.
iDl'xt'quibte la Jey que lo hubiese aprobad,), , por ello reputa
.blt\lrlio que eaaley que-dara aomellda al expresado arlicu-
lo 4 •.. -

El cooOi.cto que de esta enonci~ ae oree que resultaría
para •....1 Gobierno, no puede prf'senf'ñe'e, fJOfflue desde qo ~
a.• Corte deqlarara int'xequible una ley que aprue" UR trata-
do, el Gobierno ya no estaria obhgltdoa cumplir éste, 8i~o a
expresar al Soherano del otro Esta ia cflntratante, que nOM
eerlaposible cum¡:.lirJo, porque Ja Corte Suprema, en vJrtud de
disposición cODslirucional, habla d•.cidid., que no era <>jl'cuta •.
hie por ser contrario a Ja CfJD8titución. Si rleBpués de rt'pre-
aenterlo asi el Gobierno al Soberano de la Nación con la cual
~ hllhj ••~~ celebra.io el pacto, ésta f'xigipra_ Bin t'mbllrKo, ••
eumplimiento, ~ 8U8Citarla-entre lasd08 Naciopf's una di~
llt,que 8~8oluCIOnarilt de co.ui ••BcueMo o por 188Mm., y.
por med io de éstas aelbrUl'8 a la Repúblicá "a ejecu Larel tr8-
a8ffó, el Gvbierno haht-ift cumplido 8U dl'ber obedeci ••odo pri-
mero lo resuelto por la Corle, y re8iloáudose después a cum-
plir e' tratado por Ja -i~ó,a violeala de la olra potencia
contratante .•

La mayoris de 'a Corte ha introducido. paM, una excep-
cióa atardcuJo 4ldel·Acte Jegi!llaLivQ número 3 de 1910t
porque ese artioulo lomete á '41 juri8djefiÓJl de ella t()da81~
k!lu, para el efecto dt'declnarlHll iDe.'lf'quihles por incODs"i·
&.ociooaJes. CIIando lo pi. a'A\'Óll oi~""Q. Paraltacer esa
e~cepción en presencia dele QIW.ïdad do~ .•.•.tScuIOt·I.-eo.-.
le no liene fJtoCuhad de lÚAfona e8~ ·t"~~oDe •• ,y''''
preseDLltdo la ma .,oría para lluetener 4fU8 r. JeL aprobatoria
de an LrMtadu flúblicoRoquedó inclotda en rà disPOHCióD
c:enllÜlucional citad., DO obSLltt1tel8l'NpeLabilidad de 8U ori.
leu, se estrelhn con lo eJtpreso y terminante del millmo ar-
"culo 41, y con priocipiostuLelares deH}erecho intern.cip.
DaI. -

La mayoría de la Corat.ao tall tenido, pues, fondanteilloJ
861i.tos de derecho para (leef.tat que hO le incumbe retlulvet
-."bre la acusación hecha por el selior Espinosa, de la le1
.probatoria dtli tralado dfl que se ocuia ellllllo de esla Cor-
poraclnn, y ha debi,lo re8(\lver la ac~ción d~larando que
es inext'quible por iqcon8\itucional la ley en reféreocia, por
Jaa¡-c.)o"iJeraci•.nes dé quev8moa *<., mérito.

La solicltùd del deouftdao~ de lafef ~ ~o.tQle con es-
pecilltidad al articulo del tratado en· qo.Colombia reconoce
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.' PaBaDlá como nación independiente, por consideraria co••.•
lItaria, entre otros, a los articulos 1.°,2.°, l•.p, 76 Y .20 de la
Constitución, y al •.0 del Acto legislativo número 3 de
1910.

El arlfculo 1.° de \a Carta fundamentl\l reconstiluye la
Nación en I\t"pública unitaria, de federa' que era; el 2.C>
radica la soberanIa ('xclusivamente en la Nación; el 4.° e•.•
lllbtece que el territorio, con los Lienes publiclIs a él anexo ••
pertenece a la Nación, y que los Estados y Territorios qU&
formaban la U oión Cololubiana, constituirían la Repúblic,a
de Colombia, COnel nombre de Departamentos, y denlro de
108 IImitea que entonces tenian; el 76 enumera IllS atribu-
eiones que el Congreso puerle ejerl'er por merlio de leyes ¡
yel 120 dela \la las atribuciones del Presidl'nte de la Repúbli-
ca, como suprema autoridad administrativa, entre IllScua-
les está la de iefender la inviolabilIdad del territorio n8cional.

y el Rrtlculo •.0 del Acto le~iRlativo número 3 de '9r~
determina los limites de la Repúhlica con las naciùoes veci-
nas, y dispone que las lfneas divitlorias de aquélla con ésta,
SÓlo pnrlrán variarse por tratados públicos aprobadus por
ambas'Câmar88.

Claramente se ve en los articulas 1.°, 2.° Y 4.° de la Ley
cardinal, y en el 1.° del de su reforma de 1910, que el De-
partllmP-Dto de Panamá es una porción iote~rante del terri·
torio nacional, sobre el cual, como sohre el resto del país,
ej~rr.e la 80beranfa ex~lusivam~nte la NiJ('ióll a la cllal per-
tenece. Eo consecuencia, es canon con~¡titur.iona' el derecho
de soberania y propiedad de Colombia Hobre tOllo el territo-
rIO naciollBl, y sobre carla una de las secciones que la com·
ponen, y es deber del Prl'sirfeote detme/er el territorio. g!l~

canon es la base esencial de la existencia e integridad de'
la nacionalidad colombiana; y como fue el constitnyt'nle el que
asl lo estatuyó, sólo a él corresponde resolver en ddiniva las
cuestiones que sllbrevenglln, r",htlivamente a la soberanía y
prupi\'d~d de la Nación sohre el territoriI) que la integra.

El legi:oJladorcarece de facultad parH 1'110, no sólo porquê
el estatut" conslltucional no se la ha aSlgOlldoen disposiCión
al¡una, ni siquiera en el articulo 76 que enumera lati mate-
•.idS de las ley~s que puede expedIr, "ino porque conforme It
la ciencia del Dórecho constitllcional no debe tener tal
facultal.

Por ellratado que aprueba la ley aru~3da, el Congres\)
colombiano acepta III deRmembra~ión del Departam ••nto de
Panamá del territorio naCIOnal, y reconoce al mismo Depa~·
lamento como nación indt'pendiente de C·,lombia, lo que im- .
plica 8í18tancialmente la pérdida de la soberaolay propieda,!I

....
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lIacionales sobre esa sección de la República. La incoostitu ••
cionalidad de la leyes manifiesta,. por'lue de 108 derechos de
aoherania y propitdad dd territorio patrio no pUfde dispo-
ner el lf"~islador sino el consl iluyente, como ya lo hemos de-
moslrado de manera irrebalib/e.

Los deft'nsores drl tralaclo en cueslión, excepto uuo qoe
otro, han l'osleni,Jo que no es incon~lilncional por cuanlo el
arliculo 1.° del Acto leA{islativonúmero 3 de 1910 señala en
au primer inciso los Ilmiles d.-I territorio nacional con las na-
eiones vecinas, y el segunrfll faculta al Poder Ejeculivo y a las
Cámaras para variar lall Ifneas divisori~s con las mismas na-
c;ioneM,por tratados públicos, dedllcif"ndo del contt'xto de uno
] otro inciso que la s"grt'gación de Panamá la autoriza l'sa
disp0!iición constitucional, por medio de un Iralado como el de
"\Je venimos hablando. Este razonamiento lo apoj'an los de-
fen8ort'sde dicho pactllen la equivlllencia que ¡fan a la palabra
límites con la8 palabras líneas d¡àsorias, emplt'adas en el uno
y eo el otro de esos inci!;os, re~pec\ivamt'nle, de lo coal conclu-
!eo que por medio de tratados públicos se pueden fijar los Ií-
miles de la República, por donde estimen conveniente el Go-
bierno y el Cuerpo I"gislalivo.

Empero, esla argumentucié,n es inconducente en el caso
del reconocimiento de la independencia de Panamá, por el
Presiden le y el Con£l'reso de Colombia, en el Tr¡¡tatio cflt'bra-
do cnn los Estado!! Unidos, porque el inciso 2.° del artículo
.•.(\ del Acto le~i8lalivo número 3 de 19'0, habla c1aramenle
de la variación por tralados púlJlicos, de las IIness divi~ol iss
del territorio colombiano COD el de las naciones vecinas, y el
tratado que aplueba la II'Y denunciada, no liene por objeto
nriar linea divh.oria alguna con otra nación limítrofe de Co-
lombia, sino aprobar la se~regación del Departaml'nto de Pll-
namé, parle integrante de la Nación, y reconocer/o como Es-
Cado incfependif'Ole, lo cual es del todo diferente de variar fa
linea divisoria de) territorio palrio con la Rt'pública de Cos-
tarries, que es la limftrofe con él, según el incil'o l· ° del men-
eionado arlículo •.0 de la Tt,forma constitucional de IgIO.

La desmembrllción de aquel Departamento dd suelo na·
eional no corresponde decretaria al Congreso como legisla-
dor, por poderos(ls que sean 108motivos que haya para eUo,
porque en virtud de lo que Rtrás hpmos demolllrado, la po.
lestad rle cOllseolir en la dt'sintegración de la R"pública, es
exclusiva d,,1 constituyente, quien como a tal pospe la p)eni-
.tu'" de la soberania de aquélla. La ley acusada no ha podi-
dIdo, constitucion8lm~te hablando, reconocer a Panamá co-
mo un Eslado internacional.

Se ha ar~ü{do también por los soslenedores de )a ('OD8-
.tilucioualidad del tratado colombc-alDericano, que por él 8e
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determina la línea divisoria entre el territorio colombiano y
el de la vecina nación de PQnamá, de aCUf·rdo con la precio
tada disposición constitucional. Pero no fS exacto que Ilea
nación t,sa ~ección cúlomlJi!4na, porque el ft'conocimiento
que de td le hace la ley denunciada no lo habilita de perl'o-
na intemacic,lIal para Colon/bia, no eslando aulorlzadus II's
podere!'! púhlic.ns qne h&.n reconocido la in kpendl'n¡'ia del
mi¡;mo DqHll"tamento, por la ley suprema d~ la República,
como nù lo eSlán, para reconocerlo como Estado indepen-
diente.

Fuera polestativo de la ley desmembrar el territorio na-
cioo;.¡l, :r cnlonces cualquit'r dic~Hdor allr)az! seeundado p.or
un Con:p'¡'I"1 pasivo, púdr ia en¡¡Jenar a :~(lblt'l"nos eXll'allJe-
TOS l;mbici("os las secciones más imf)(lrtanll's de la Nllclón,
rcrlueiéCld¡da a ínl'ula desprt'ciahle. TodavÍ.l!lo ha df~ene-
rado el pueblo c(,lombiano hllsla ri fxtn'mCi de tolerar que
gobernante:; faltos de patnotismo mutilen y degraden la pa-
tria.

Para la solución dd asuDtode Panamá se nan dividido los
colomhilloo!\ en dos opiniones: unos pit'oslIn que cOllviene a
los int~re!ll~s nacionalf's aCl'ptar la oesmemlJración dt~ aquel
Departamento del territorio colombiano, a trm'que de unos
millones de dólarrs y algunas concesiones en el Can¡;1 islmi-
eu y tU zona arl.vacenle; y otf(lS, que es preferihle para el
bién de la República persistir en la reclamación de sus dere-
chos, o sí fuese Hllposible que se le satisficiera por e¡;la via,
exigir una s¡¡ti~faccióo por el atropello al derecho nacional. y
UDa indemnización proporcionada a III ma~nitud del daño
causado \:II país, por la usurpación elel mismo De parta mento,
y que el Congreso, obrando como cODr>tillJyenle, aproLara el
tralado en que se diese la satisfacción y se estipulase la in-
demnización por III separación forzada de Panamá de la Re-
pública. HabIendo prevalecido en el Gobierno y en el Con-
greso la primera de las opiniones expresarlalj, se celt'bró el
tratado "upra(hcho con los Eslados Unir/oH, y flle aprllba-
do por la ley cuya inconstitucionalidad hemos examinado.

Por nuestra parte. sin inclinarnos como Magistrados lA¡
ninguno de Jas conceptos rela{'iona<lo& anles, estimamos, no
obstante, que sostener la inviolahilidad de los fundHmento8
de III Nación, reconocidos en la ClIrta constitucional, es el
primer deber de todo funcionario público, y que ob ••drciendo'
nosotros it csle imperativo indeclinable, hemos votado en la
definición del presente asunto, porque se declare iut'xt'quiLle,
como contraría a los principios constitucionales, la ley que
reconoce la desmembración del Departamento de Panamt%.

Por la exp06ición que 811\ecede, conceptuamos que Ja
Corte, en guarda de las lnstituciones y de la integridad nacio-
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cal,ha debil"io declarar iQt.xeqpible~la~oy. 14 de<'9J4¡ por.r.-
en al se aprueba el tratado celebtafh) eot.l'r'. ColOmb•••.1,Ia
(lpiÓn Americana, .e16 de abril del corriente .Mw

Bogotá, julioG de Ipl4

BARTOLOMÉ RODRiaUBZ P.-AUGUSTO N. SAHP£R-FsRR ••
éo - VILLEGA8-ANGARITA.-BARCO- NA.NlIIBl'TI-RuBlO S4ta
-SUÁREZ MUBlLLO- Vicente Parra R., Secretario en pro-
piedad.



- SI -

SOLICITUD DEREVOCATORIA

Señores Magistradoa cie la Corte Suprema de JO!llieia.

"Fundáodome en lo dispueFlto por el artículo 42 de la 'Ley
40de 19°7, muy atentamente solIcito de vosotros que 08 sir-
••.'is revocar el aula de fecha 6 de los corrientes, que recafÓ
• mi solicitud sobre inexequibilidad de la Ley 14 del prestD-
leatlo.

ED la secretaría de esa superioridad se ha querido reves-
tir vuestro fallo de ciertas ritualidadt's externas, para darle
las apariencias de una sentl'ncia definitiva: oficiosamenle se
te agrt'garon algunas eSlampillas que yo no había suminis-
trado, y se ba pretendido nolificarlo en la forma en que se
aotifican las senlencias dtfinitivas; pt~rocomo la fonna no
moclifica la esencia de las cosas, vuestro aula interloculorio
IlO ha quedado elevado a la catl'goría dt~sentl'ncia definitiva
por la inoeua circunstancia de que se le hayan agregado unas
eetampiltp.s.

El sdior Procurador "de la República, en su concepto ~e
fecha 25 de junio úlLimo, dijo, entre otras casas, lo siguiente:

" Yo 011 daré COllmucho gusto mi concepto sobre el ex-
tenso y razona-:lo memorial del sl'ñol' General Espinosa,cuan-
do hayáis decidido. por auto ejecutoriado, que la Corle Su-
prema de Juslicia liene facultad constitucional o Il'gal para
intervenir en la hechura de los tratados públicos. de la ma-
Defa iudicada por el seiior General Espinosa, o de cualquiera
otra manera .•••"

Consideró el seiior Procurador como necesario para poder
emitir concepto en el fondo, el que estuviera deci.1ida, por
Quto ejecutoriado, nó por sentencia definitiva, la competencia
de la Curle para conocer de mi demanda.

Aun cuando las palabras aulo y sentencia tienen un mis-
mo si~nificado, se dj(01lioguenen el lenguaje forense porque es
sentencia definitiva la que ¡;e pronuncia sobre la controversia
que ha sido materia del juicio, o sea sobre lo principal del
pleito (articulo 834, Código Judicial), y es auto o sentencia
"lOterloculoria la que resmlve un punto o cuestión incidental
del juicio (artículo 835. Código Judicial).

El sefior Procurador habló de auto ejeeutoriado porque
eslimÓ qUtl la decisión de esa cuestión previa no constituía
.entencia dtfiniliva.

Es verdad que la competencia o incompetencia de la
'Corte para conocer de mi demanda, tiene una importancia
c:apital eo el debate; pero vuestro fallo DO asume las prop'or-
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clones de una sentencia, porque no ha recaCdo sobre lo prin-
cipal del pleito o debate juri,1ico, o Ilea sobre'll constitucio-
oalidad o inconstitucionalidad de la Ipy acusada. Vuestro
'allo es apenas un anto íOlerlocutorio que admite revocatoria,
de ninguna manera una sentencia definitiva.
, En los Juz~ad08 y Tribunales de la Rt'pública ¡¡iempre

se han consIderado como providencias interlocutorias las que
se diclan en ese mismo sentido, '1 respecto de ellas se hall
admitido y decidido los recarsos mlerpuestos por las parte8.

Re~ientemente el Tribunal de Cundinamarcll declaró que
QO era competente para conocer de m's de treintll y cinco
demanrfas instauradas por el apoderado de la Nación. Contra
tales fallos interpuso el apoderado los recurS08 de revocatoria
J apelación; ni el Tribunal de CundlDamarca ni vosotros
millmoli 08 atrevisteis a considerarlos COmo sentencias defini-
tivas, y 108 recursos expre ••ados fueron deciJidos por 108 trá-
mites que corresponden ti lo!! autos interlocutorios. T:lmbién
la Corle, cuanrlo se ha dee/llrado incompetente para conocer
de a/~unos reCUfSOS de cllsación, ha considerado siempre las
providencias respectivas bOmo autos inter/ocutorios, puesto
que ha conocido de los pedimentos de revocatoria formula-
dos por las partes. Ejemplo reciente de ello es la peliciótt de
revocatoria formulada por el doctor Luis Forero Rubio, com()
apoderado de /a señorita MarCa de Jesús Pinzón, contra auto
proferi¡Jo por la Saja de Casación de la Corte, por el cuál
declaró inadmisible la demanda de casadón interpuesta por
~uél contra una sentencia del Tribunal de Cundinamarca.
Ese f¡¡lIo se encuentra publicado en el último número de la
Gacela Judicial.

Fundándome, PU68, en lo que dispone el artículo 42 de la
Ley 40 de 1907. solicito revocatorta de vuestro fallo de fecha
6" del presente mes, a 6n de que decidáis que la Corte es com-
petente para conocer y entréis a estudiar el fondo de mi de-
mandd- •• •

Apovo mi solicitud en las razones expuestas por los se"
iiorell Magistrados Rodriguez y Samper, en 8U salvamento de
vOIo, y en las que expondré a continuación, ninguDa de las
cuales fue aducida en mi citada demanda, porque, no dudaB- /
do de vuestra competencia para conocer de la exequibilidad
de c·todas las legss," como dice la Constitución, acusadas ante,
vosotros por cualquier ciudadano, sólo tOlJué ese punto muy
someramente. A esa deficiencia de mi solicitud, y no a otra
eosa, atribuyo el auto qlJe a ella recayó, y por e80 espero que
en vista de todas estas razones 08 sirváÏ9 revocarlo.
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La8 en que (nndo mi 8olicitud, ademli5 de las expuesta.
por 108 8ef\ores Magistrados Rodd~uez y Samper en su salva-
mento de voto,. las cuales no reproduzco aquí porque constan
en autos, son las siguientes:

Un argumento principal, aunque con amplificacioyes, hace
vuestro aulo de 6 de los corrientes: el de qlle Jas leyes que
aprueban tratado~ públicl)s difieren sustancialmente de la.
leyes ordinarias i éstas son actos unilaterales, expresión de la
voluntad soberana que manda, prohibe o permite, aquélla.
SOnelementos de un acto jurídico complejo, que no establecell
por sí solas relaciones de derecho, y cuya eficacia depende del
consentimiento de la otra parte contratante, dice el auto.
Para apoyar esta tesis, cita Ja Corte al profesor francés Me-
d~nhac, quien dice que el papel del Parlamento en materia
de tratadlis, no se asemeja al que desempei'ia en materia le·
gisla ti va.

Se i,ocurre en el error de considerar que la ley por la cual
se aprueba un tratado no es ley en tanto que la otra parte
contratante no ratifique el tratado, confundiendo así el efecto
de la Jey con ella misma ..

La ley que aprueba un tratacio, dentro del derecho públí.
co de la NaciÓn, es ley cuando se ha expedido, ftancionado.,
promulgado ~n la forma constitucional; ella es una verdad~
¡OB ley, somelirla como to ias las demás a la revisión de la
Corte, lo único que la dif~rencia de las otras es que no tiene
efecto sino en el caso de que la otra parte contratante ratill-
que el tratado. Pero el efecto de la ley, el cumplimiento de
eHa, no tiene para qué tcnerlo en cuenta la Corte; ella s610
debe avel'Îguftr si el acto legislativo ha sido expedido, sancio.-
nado y prollllll¡,;adu, para entrar a f'jercer la función tutelar
que la Cartu le ha ÍmpuI'slu: guardar la integridad de la
CllDstitución.

Lo mismo sucederia con la ley que hir:iese donación de un
edificio nacionli I a una comunidad extranjera. A la Corte n()
le correspondería averiguar SI la donación eslaba aceptada ()
nó por el donalario, para decidir sobre la exequibilidad de
ese acto legislati voo

Si la otra parle contratante no aprueba el tratado, Ja ley
no ~erderá Sil carácter de ley, lo ú!lico que sucederá es que
no tIene efect!), como no lo tendría la ley por la cual se hicie-
se una donación si el donatariu no aceptara el beneficio.

Lo dicho demuestra que no hay razón para creer que
pued.e exce.ptuarse deJ precepto constituciunal una ley por la
consideración de que ella puede no tener erecto.

Las palabras del "ilustre prufesor Merignhac," citadas
en el auto de la Corte, son aplicables al derecho público de
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~l'lIncia, 8t'gon el cual corresponde al P.,'a.pento re '&proba-
-eión de la mAyor parte de los lf• ...., pero DO por medio de
;Jeyes,...puegeste ùhimo requi8ilO ~ requiere en casos e•.••
cepeionales. Asi se t'Xplica la diferencia que hace el profl.'sor
MeriJn~ac entre d papel que desf'mpeãa el Parlamento cuan-
do dlcla leyes y cualldo apru~ba tratados. Pero no son aplica-
$le8 en mllnera alguna al derecho público de ColombiA, se-
,.ún el cual 108 tralado8 son siempre aprobado8 por medio
de leyes, y el papel del Parlamento, cuanllo dicla la ley que
'prueba un. tralado, es exacl.5menle el mismo que cuando

.dlcla cualquiera otra ley.

&-gún la Constitucióo de Colombia, 108lratados púb/iC{)8
deben ser aprobados por medio de Ipyps y quedan incorpora-
dos en la legislaciÓn nacional, Inego forman parle integrllnte
de las 1t~.vfSque lo.• aprueban, Si por medio de un tréllldo se
:viola III Constilución, la ley por la cnal se aprueba ese lrata-
do es una ley inconstitucional, que está sometirla, como to-
da!! las otr~s, a la juri¡¡dicción de la Corte; Esta no va a deci-
dIr si hao de subsistir o nó las eslipulacioDfs de uo tratado,
8ino a examinar los elementos comtitutivos de una ley para
decidir sobre Sil exeqllibilidad, porque sí es de su incumben-
cia d conocimiento de todas las leyes acusadas ante ella como
inconstitucionales. Eslo no implica en manera alguna que la
Corle tenga ingerencia en la formación de los tratadoR, por-
que su decisión se refiere únicamente a la exequibilidad de
las leyes que 108aprueban, como a la de cualesquiera otras
leyes.

Yo no he pedido que la Corte impruebe o modifique el
tratado de 6 de abril, ni podía pedir/o, porque bien !lé que
esa Superioridad no tiene facultad para hacer, modificar, o
improbar tratarios ; yo he pedido, e insisto en mi petición,
que declaréi!l inexequible, por inconstitucional, la Ley f 4 del
pl'f'senle lIÎ\o, que viola la Carta fundamental en varios de
.us artículos y en su esencia misma.

El proyecto de Tratado de 6 de abril quedará ('n pie aun
tuando declaréis in('xequihle la ley que denuncio; y corres-
ponde a quienes lienen potestad para ello, modificar/o, a fiB
de que la ley por la cual haya de aprobarse no sea una ley
inconstitucilmal. Esto no podrá ser motivo de queja para la
otra parle con lrlltlt llte, porque Colombia, al proceder asC, obrll-
orá ('fi usa Je un derecho perfecto.

ti Los tralados son tfecfaraciones públicas, hechas al mun-
do, por Jas partescontratll.ntes, de los principios de derecho
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nal~s" (I).

Es alribulo esencial de 18soberania nacional delerminar'
la manera como los lralados públicos drben Keraprobados, .,.
en consecuencia, el ejercicio de este derecho sólo puede regir.
se por el derecho público interno de cada nación.

" Los poderes de los pll'nipotenci&rios son generales pero
eslán sujelos a las limitaciones constilucionales" (2). '

"El derecho dp- ratificar los lralacios deriva de la conslitu-
ción interna de cada Eslado, que en virtud del principIO de la
sob••ranla nacional puede libremente ampliar o restrin~ir el
ejercicio de esta soberanía y suhordinarlo a ciertlls condicio-
nes de validez. EL SI BERANO NO PUEDE, Pl'ER, RATIFICAR SINO

DENTRO D1~ LO~, LÍllflTES y BAJO LAS RBSF.RVAS TR~ZADAS POR ilL

DEREClIO ¡'líULICO QUE LO RIGE, Y SU .'\IISIÓN ESPECIAL ES OBSER-

VAR El'E DEI\EcllO Y IIACERLO RESPETAR EN El. INTERIOR COMO EN

EL EXTERIOR, "sf PIlR SUS PROPIOS ¡'ÚIlDlTOS (0;\10 POR LOS ESTA-

DOS £XTRJlNJEJ\OS " (3)'

Según el Derecho pÚblico colombiano, los tratados deben
Ber aprobadoE; por medio de l~ye~, que no purden salirse de
la esfera ellnslitucional, y la Corle Suprema tiene la atribu-
ción de decidhr sobre la conslilucionalidad de éstas. Al ha-
cerlo así, la Corte se ajustaríll, no sólo a la Com-lilución de
Colombia, sino también a un principio de Derecho inlerna-
cional preconi2'ado por to ios los expositores de la mllteria y
aceptado por todas las naciones civilizada8. Luf'~o nadie ten-
drá por qué tachar ese procedimiento, ni derecho parel que-
jarse de él.

Por olra parle, es cosa sabida que el Gobierno y el pue-
blo de los Eslados Unidos qUieren celtllrar con Culombia
UDa neguciación válida y estllble, J por tanlo desean que ella
se ajU&Leal derecJlO público colombiano, pueR bien saben que
sin ese rt'quisilo seria nula.

~aditl aiega al Poder Ejecutivo la facultad de celebrar
tratadus ni al Legislativo la de aprobados o improbarlos,
pero estas facultades, como ya se ha vislo, ~ólo pued~n ejer.
cerse dentro de las prescripciones consÜtucionales, y 8e~ún
el Derecho internacional, se necesila que a ellas se ajusten
para que lo pactado tenga efecto.

(I) DANI>;LCAnD~En. Institutes of Internacional Law, public and pri-
yate, 8S selled by the 6uple'tne court uf the \J. S. and by our Rrpublie.
Chap. XII, pago 566.

(2) Id. Chllp. 12. pág. 571.
(3) C8ÁR':E~ CAL~O. Le Droit ~n.tern/ltion.l '[ heodque et Pratique.

TrOISIème editIon. Llvte IX, § 707, pig. 'ó65'
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La ley fundamental colombiana ha limitado las atribu-
ciooes de 103 funcionarios encar~ado8 de celebrar y ratificar
J08 tratados, ha establecido que éstos sean leyes, y ha cllnf~ri.
"'08 la Corte Suprema de Justida jurisdjcci,sn especial para
decirlir sobre la eXl'quíbilidad de e88sleyes, a fin de que aque-
1108 funcionarios no puedan extralimitar 8USfacultadl'!!, luego
la Corte Suprema no pue.le negarse 8 conocer lie mi deman·
da tojo iocurrir en evidente denegación de justicia.

El auto de esa Superioridad está Cundado en gran parte
&obre dos argumentos que no son aplicables al caso presente:
que la Corte DO Pllede declllfar la incoostitucionalidad de un-
tratado después del canje de la8 ratificaciones, y que, a la luz
de elementales principios, no puede admitirse que la valirtez
y eficacia de los paclos internacionales queden sujetas iuddini.
dameute a la decisión ci~ IIna de '~s partes contratanles.

Yo no he solicitado qne la Corte declare la inconstitucio-
nalidad de Uft trat,u10, hino la imxequjbilidad de una ley in-
conslÍlucional, lo cual está (Jentro de sus atribuciones. Lo que
se ha aprobado por medio de esa ley no es Il un pacto IOter-
Dacional perfecto," como dice el auto, sino un proyeclo de
tratado, porque no ha sido aprobado por el Senado de los
Estados Unidos ni han sido canJeadas las ratificaciones. Pero
aunque se hubiesen llenado tal~s r~quisilos, II'Jos de ser aque-
llo "un paclo internacional perfecto," sería, aille el D~recho
internacional, un tratado absolulamente nulo, porque viola
lit ley fundamental de una de las partes cnntratantes.

'¡PARA QUE UN TRATADOSEAVÁLIDOdebe ser hecho por e
órgano ejecUlivo designado al efecto por cada una de las
partes contratantes, y sus ESTIPULACIONESDEBENESTARDENTRO
DE LOS POD¡';RESCONFERIDOSA TALESEJECUTIVOSPI'R LASRES-
PECflVAS LEYESFUNDAMENTALES.COMO'CADA"ACIÓNACTÚAPOR
MEDI·) DE AGENTES, EN PIUNCIPJO,NII'GÚNACTODE UN AGENTS
NACIONALQUEEXTRALIMITELA AUTORIDADQUE LE 11.\ CONFERID'.J
au PROPIOESTADO,PUEDE SER VÁLIDO.LA AUTOIUDADDt; L"S

EJECUTIVOSESTÁNECESARIAMKNTELIMITADAPOR LASLEYESURGÁ-
NICASDE LOSRESPECTIVUSESTADOS, y A ÉSTASSE DEBEAcum.t
PARADETERMINAREL EFECTOOBLIGATORIODE LOSTRATADOS"(I).

Luego para que éstos sean válidos y Obligatorios es nrce-
Ario qu" se aju!lten a los preceptos constitucionalc!! de 108

Estados contratantes.

(.) DAXIEL GARDNER-Institutes or international Law public and
priYal~, as settled by the Supreme Court orthe. United StJltes and by
our Republic. Chap. XU, pAgina 567.
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l'IHPORTA, ADEHÁ8, QUE LOS ACTOS DB ~A 80BEI\ANIA (LA.

SOBERANIA TRAN~EÚl'lTI!:) NO SALGAN DE LA ESFERA DE LAS FA-
CULTADB'4 f1EÑJ,LADAS POR LA CONSTITUCiÓN DEL E!lTAOO, PGR-
QUI!: TODO CONTRATO EN QUB LAfl EXCEDJB8B, ADOLECERíA TAM-
BIÉN 08 l\"UUOAO." (I)

La alribudón que liene la Corle de decirlir sobre la eKe-
quibilidad de las leJes que aprucpan los tratedos, DO implica
que la vlIlidt'z y la ••ficlicia de éslo! queden sujelas de modo
indefini,io a una s,(a de las altas parles contratantes. El lra-
tAdo que motiva mi fwlicilud no ha sido aprobado p(lr el Se·
nado de los ESlltdos Unidos, y la Corle podrá dictar senten-
ci>tantes lie qne eso suceda, o por \0 menos antes del canje
de las ralificaciones; y si este caso vuelve a presl'nlane por
desgracia, es lo proh!lble que quien se vea en la nfcesidad de
acusar por inconstitucional la ley que aprueb~ un tratado, lo
baga, COUlO J<l \0 he hecho ahora, anles de que pueda alegar-
se como un prelf'.xlo plau,>ible para nll aC~plQr la acusación,
el hecho de q\Je ella haya si·io presentada después de perfee-
cionado el acto que la motive. Pero aunql1~ 8S' no fuera, y
aunque lo estatutdll por la ConstitueÏón lie CGlombia impli-
cara declaratoria de nulidl\fJ d~ 108 tratados, estaría dentro
de las prt~scripciol1l'Sdl'l D•.recho inlernacJonlll ; y cualquier
ciudadlillo podrá, en cu"ll)uier liempo, acusar como incons-
lÍlucionalla I~y que aprnebe uo tralado, y la Corle Suprema
conocer de esa acusación y declarar inexequible la ley acu-
saria, SIO viular aqlldlas prr-¡;:cripcillnesy sin que narlie tenga
der~cho ~ qlJl'jars~ rie S\I fallo.

"Los rnATADOS CUYAS DI:o;I'OSICIONES HAYAN LLEGADO A SER

INCOMPATIBLES CliN EL DKSARRlILLU NKCESAIHO DE LA CONSTITU-

CiÓN o DEL DKRF.CIIlJ PRIVADO DE UN ESTADO, PUJo;DEN SER DE-

CLARADOS NULUS pon ÉSTE" (2).

Si un tralado cuyas disposiciones hayan 1I('~ado, con el
transcurso dd ti"mpo, Il ser incompalihlf'H con fi d ..sarrollo
de la ConstituciólI o del derecho privado d(~un Estalio, puede
lilerdeclllrado nulo por éSle, ¿con cuánla mayor razón podrá
lilerloen cualquier lIempo, si es incompallble desde el primer
momenlo COlila Conslitueión y con fi Derecho privado de
ese Estado, si en él se han violado d~ manera fla~ranle ese
derecho y esa Constitución 't

Lue~ù, aun aceptando, en gracia de discusión, que por el
hecho de que la Corte Suprema tp.nga competencia para deci-
dIr soure la exequibilidad de las leJes que aprueban los tra-

{r) ANDRKsBULO-Derecho de Gente•. Capítulo I, página 13'
(2) BI.UI'fTsCKLI-EI Dere~hf) Internacional codificado. Libro VI,

página .31.
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ltlOOll púbtiOO8,la validez y ta dic.ci. tfetlstos queliltrin 8Uj~
tas de-modo indefinido a la declBi6Dd~ una de IHtI altas pit ••.•
tes cùntr~tante8, ~to, ,8 la I'JZ de eJemrnfRres principios 'de
Derecho Internaclftoal, iJeria no só1oadmisibli>, !iIJlO un dere-
cho perfecto dl'.1 Estado cUJa Coostitucióllha sido violada

r:r un paclo inlernacional. Por lanto, es furzoso deducir que
Corte, al acceder Q mi soJ.jcituri, eSlará, no sólo dentro del

preceplo queJe confió la guarda dela Constitución, sino deo-
1ro de las preBCripciones dd Dert:.cho internacional.

Conforme al artículo 57 de la Constitución, tndos 168 po-
dere~ públicos 80n limitados y ejercen separadamente sus
atri buciones; pero esta disposición constitucionR I no f8 ab-
soluta, ni puede tomarse literalmente: si 111 separación que ella
prestribe fUl'ra abl'ollllll. no poliria cumplirse la Conslitución
y la Rdministración púhlica se haria imposible. Al Poder
legilllalivo corrfsponden aJ~unlls funt·iones judiciales; el
Ejecutivo es cole~h¡llIdor; el J lIdieial IIfcf'llita diariamente el
apoyo del Ejecutivo para hacer ffeclivAs sus providencias; y
8s1 como al Podl'r Ll'¡islalivo corrt'8p(lndc aCUFar y juzgar al
Presidente de la República, a l(ls Ministros del Despacho, al
Procurador General de la Nación y a 10H Ma~islradus de la
Corte Suprema, a ésta, es decir, al Podt'r Judicial, correspon-
de decidir sobre la exequihilidad de todas IllS Il'yes y decretos
acusadl1s ante ella por cualquier ciudadano romo innconsti-
tucionales, sin que por fsto se viole el articulo 57 citado.

Si se aceptara la teoría de' la Corte, ninguna ley podría
ser declarada por ella infxl'quible 8uDque violase la Consti-
tución; el citado artículo 41 del Acto le~i"lativo número ~
de 1910 no se cumplida nunca: todas las It'yes ~orrespondeD
a algún ramo de la administración, lodaR SOD ñictadas por el
Poder Le~islativo y sancilinada8 por el Ejecutivo, luego si S8

aceptase la doctrina sentada por la COrle, ésto, al entrar a
conocer de la eXf'quibilidad de cualquier It·y, se ingerida en
lU formación y violaria el arlfculo fJ7 de lli Constitución ..

Es que la Iimilación y la separación de 1"8 poderes púbh-
C08, 80n relaLÍva8~ y sólo pueden tener ef•..cto cuando no esLéG.
en pugna con olros prt'ct'ptos constltucioQales. Como a la
Corte Suprema le está conferida expn'samente III guarda do
la integridad de la Constitución, l'lia puede y debe oponerse
a toda trans~resión de los prt'ceptos constitucionalt's, sea cual
fuere la torma que ésta revista y sea cual fuere la persona o
entidad que la cometa, SiD que por esto se rompa la armonla
que debe fxistir entre 108 diversos poderes. Para que ellta ar-
m"nía sea efectiva, lo primero que !le requiere. es qu~ cada uno
de ellos cumpla 108 deueres que la Coostituclón le Impone.



,.
lO lO

En resumen, mi solicitud queda fundada en las siguientes
I'tIzoops :

1.a Que la ley por la cual se aprueba un tratad,) público
no es un elemento constitutivo de él, sino éste de aquélla;

2" Que las leyes por la~ cuall's se apruebfln los tratados
lIOn unilaterales, como todas la~ otras, como elllls expresión
de la voluntad del soberHno. rl~ellas no difit'rpn t'n nada "ubs-
tancial, y por l.anio, no hay rRzon para I'xclulrla!l de lo pres-
crit •• por el articulo 41 lid Acto legishttivu número 3 de 1910,
ni hay nadie que tenga derecho para hacerln;

3'& Que los comentarios al derecho púhlico de Francia sa-
IJre ratificación de tratados no !Oonaphc"ble~ al dl'recho pú·
blico de Colombia, porque la mHnl'ra de desempeñar esa fun-
eión en uno y otro pat:! difieren esencialmente;

4 • QUfl yo no he acusado como inconstitucional el pro-
yecto db Tratado de 6 de abril del presente año, sino la ley

• que lo aprueba, y a la Corte no le corresponde en este caso
entrJ\r a dl'cidir si han ele suhsistir o nó las estipulaciones de
aquél, sino estudiar los elementos con~tittJtivos de ésta y
drcidir si "8 o nó exrquibll', y por tanto no va a tomar inge-
rencia .nin,~una I'n la formació" de un tratado, sino a cumplir
con el precepto de ddeoder la integridad de la Constitución;

5.a Que no puecie tomarse como baRe de Itr~umentación el
caso dI' uo trat!lcio cuyas rllllficacionrs hllVlln silio canjeadas
" cuya validt'z y eficllcia qUt'den sujetas mdrfinidamente a la
voluntad cie ulla de las partes contratantes, porque mi solici-
tud ha sido presentada y pnede ser fallada ~ntt'8 de la falifi·
~ación del Trillado de 6 de abril, si es que till rlltlficación lIt'ga
Il t'Ít'ctuarHe, y porque, como ya se ha visto, la Corte no va a
decirlir sohre la vdlidpz y eficacia del tratado, sino sobre la
fxequihilidad de la ley;

6.& Que según el Derecho intt'fnacionat, los tratados de-
ben ser rlltificudos de acuerdo con el derecho púhlico interno
de cada Estado, el cual puede, en virtud del principio de la
5Obl'ranfa nacional, ampliar o restringir libremente ell'jerci-
eio de esta soberanía y subordinarlo a citrta!j condicionl's de
validt'z. Lue~o, !lun dando por sentado que la Corte Supre-
mll, al cnmplir con el mandalo constitucionlll de decidlf sobre
la t'xequihilidad de IHS leyes que aprurl,an los tratadoS. como
8óbre III de cuale!lquiera otra~, decidiera también de la e6c8-
tia y validez de éS10S, en ello DO habrfll nada de irregular ni
de inconveniente, pOlque seria una simple aplicación del De.
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recho internacional al derecho público coJomhiano, y es cosa
sabidH que aquél Sf! cousirlera incorporado en éste;

7'& Que E'S canon de Derecho loternarional que, asf qui~
ne" til'n~1I la IItribuci6n de celt'brar los trlltados, como qUlrnes
están invt'slidosdel poder para ralificarlos, "cu)a misión es-
pel;ial t's observar el drrecho público de [os rel\peclivos Esta-
dOi y hacerlo rt'~pl'tar así en el interior como en el t'xlefJOr.'7
no pu.-den cdt'brllr ni rati6,'ar tralados púLhcos !iino dentro
de Ills J{mltes y bajo las reservas trazadas por las lt'yes tunda-
mentalt's que I..s rigf'n, y tod" contrato en que las f'xce.tan,
cance de vali.it'z. LUf'go el Po,ier Ejt'cut,vo y el Pod"r Le-
gi~lativo de Colombia, al cell'hrar y al ralifil'ar Ull tratado que
no eSlá dentro de las prescripciont's conslituri/lnal. s, no sólo
han villlado las ley~s fundltmentales de lit NaciÓn, sino pre-
ceptos termin¡¡ntt's df' D.Techl' iutt'lnaci"nlli V hiln celt·brado
y ¡,proLado un tratado nulo, que no llbli~a a niugun8 dI' las
pltrtc~ coolralanlt's. Pllr 1811111, la CI.rte 110 va Il deci,lir si
han de subSIstir o nó Jas eSlipulacioOl"!> d •. "un paelO inlt'r-
nacional pelfccto," sino II conOCf'r de la t'Xl'quíbílidad dp. IIn~
ley por la cual Ile aprueba un Tratado absululamcnle nulo.;

8 a Que aun cuando el cumplimil'nto de la mpncinnllria •
atribul'Îon de la Corte, en ('uanto se Jt'fil'r~ a la~ 11')l's que
aprul'blln lOi tralados, implicara quI' la vlllidt'z'y la I'ficllcia
de éstos hullil'sl'n de quedllr sujdas de modo inot'fillido li la
decisión de una cfe IllS partes, Ja CortI' podda en Cll'dlquirt
tiempo I'jercer tal atribución, SIO que esto pudi,..rll ser moti vo
de qlll'ja para la otra parte c(,ntralantl'; porqut', si es pl In-
cipio (1,.. D"rechointernacional que "11l8 trllt.ados cllJas e_lipu-
lariones IIl'gan a 10erincompatihles con l') d •.sarrollll nt'cf'l'ario
de la con"titución de un E~tado, puedt'n ser declarado!> nullls
por éSle," con maJor razón pudrAn serIo en cualquier til'm-
po, si dt'sde el primer momcnlo sun violalOrios de esa Consti-
tución ;

9.a QUf" la separación de 108 poderes púhlicos no es abso-
lula. y "ólo pUl'de eXistir cuando no pUA{n8 con otros pre-
~ephls C\lllSIi! u("iona les, pues de otro ml/tio ni la llbsl'rvancia
de la COllstillll'ión, ni la lIdn,inistl3ción públIca St'rtdn pUNi-
ble!!, porque lo quI' la constItución ha qUl'ri Jo, al prescribir la
!itllilllClón y la separación de los po,len~~ públicus, no 'ti que
ellos dejo'n de cumplir las atribuciunes qu~ let> hH confl'f1'.o.
sino que no f'jerz"1/ otras di-linlas de éNlal!. Luego la Cort~.
al decidir IlIfore la exeqllJhllidacl de una il'Y, l;t'a I'.uai fuere.
no VIOla el cilado artículo 57, porque no hace olrll CI sa qU8
c:umplir con una lItrlbución que l~ ha SIdo conf~rida eXplel>S-
menle.
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Solicito, PUI'S, de vosotros, muy respetuosa y muy aten-
tamente, que, en vista de lo exput'sto, os sirváis revocar tI
anto d •..f,'cha G de Ill~ corrientes, que recayó a mi solicitud
sobre illlx'qlllt.i1iIHd d" la Ley 14 .id presente año, deri,láis
que la ClInt" ('s l:lllflf.wtl'llle para conocer de elJa y entréis a
estudiar 1'1fundo dI' mi citada demanda.

M ...•doy por nOlifi"ado del auto en referencia.

B(j~otá, julio 19 de 1914
St'ñort'!l Magistrados:

AUTO DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Co,.t~ Suprem.'). de Justicia-Sala Plena-f3ogo[á, septiem·
b,e ocho de mil novecientos ea/arce

Vistos: El st'ñor Carlos Jo~é Espinosa, en su propio nom-
hI'''' y dándose por t'xp'e~amente sabedor de la rewlución de
la CortI', (i" ft'cha stis de julio pasado, solicita revocación de
t~lla y pide se éutrr. a deCHlir soore si la I~'yacu¡;ada es o nó
inconstiturion<il. AII'~a dicho señor que la resl,lución expre-
ilarla I'S un lIuto intellocutotio, porque no Fe prflnunció sohr~
la cOlltrover¡;ia, o sea NO/Ife lo princIpal £if:! pleito, y porque
allí lo estima el sl'ñllr Procurador t'O la vi~ta que pro:sentó III
d:lrs..!e en lraslarlo la primitiva soliCItud j .r cita en su apuJO
alunnas decisi"nes d..! Tnuunal Superior dI! Uo/;!otá. y la dic-
lada por la Sala de Casación fie esta Corte en el juicio en que
erü parle la sdiorita María Jc¡,ús Pinzón.

Para rt'sol ver sohre lo pl'dHfo se conllidera:
Alln t~nirl1do I'n cnl'nla IfI definición que contiene el ar-

t{culo 82!¡ dt'/ CÓl;l.!() .Iudicial, no pnede fl'Vllcar!le a <iuda
que la lleeisió'l pr:lf. rida por la Corle Suprema en el presen.
tt" ltSU1,to, l pr'r III cll,,1 1'1' ah¡;\i"ne de Tt'wlver si III Ley 14
de 19,4 ('S o nó inCollstllucional, t's unfl sentencia dtfinitiva;
porque 10 que ella entraña no es otra cosa que lil declllfacióQ
de qlle en •.I ca~o prl'pnesto no hay acción popular para soli.
citar la OedH;:lción ¡;obrr que la ley se ajusta Il nó a los pre-
cepto!! conslilllrjon;:¡les; cUI'!',tión qlle no sólo era cardinal en
el hSlInlO, sin.) 'lile file suscihlcia por el actor ('omo previa,
sobre la base de exi!itencia en la Corte de la facultad para'
faillir la l'l(,ul'arión contra dicha ley ..

Si lli Corte ha declltratio t'o la parte motiva de su fallo,
que la Ley 14 de 19,4, por circunstancias excepcionales, no



• acusable, es decir, que la acción intentada el improce~nte,
fa parle resolutiva del mismo, qtle es consecuencial de la otrai
tiene que estimarse como sentencia definitiva.

La declaración sobre abstención para decidir un asunto
I'especto del cual puede haber competencia por parte del juez,
no es gen~ralmente materia de un auto interlocutorio; tanto
es 8si, que el articulo 2.o de la Le.v 169 de 1896, en 8U nu-
meral 5.°, la seî\ala como una de las cirnunRtanCla8 que pue-
den dar origen al reCUf!iOde call8ción, el que, 8e~ún IlU natu-
I'a'eza y condiciones excepcionales, no puede ejercitarse sino
contra Jas 8eQtencias definitivas.

Por los razunamit>ntos que anteceden. no 80n pertinent.,.
la8 doctrinas de la Sala de Casación y dd TriblJDal de'Cun-
dinalDafCa que cita el demandante, porque no hay completa
identidad entre lo resuelto en esol casos y lo decidido eo el
presente.

No puede considerarse unlt providencia de la naturaleza
de la que se trata, como simple auto interlocutorio, porque
8egúr¡ la definición que trae el articulo 8~5del Código citado,
&te es el que resuelve al~ún pURto o cue8tión incidental en
el juicio; y en el negocio en referencia, dada Ja breve y 8U-
maria tramitación que Ja Carta Fundamental le seî\ala, DO
bay cabida a incidente".

Tampoco podria considerarse la re801ución dicha como un
.imple auto de lustanciacióll, porque éste tiene por ohjeto
4iri~ir la tramitaCIón o curso del juicio, sl"gún lo ensella el
••.t{culo 826 del cuerpo de leyea ya citadll; y de acuerdo con
et artlculo 41 del Acto legislativo Dúmero 3 de '910, inciso
t.o, la~ acu~aciones de leyes presentadas ante la. Corte por
cualquier ciuda,faoo, DO tienen m!s tramitación qUI la all~
diencia dd sel\or Procurador GeDeral.

En mérito de Jo t"xpueslo, la Corte Suprema, administraD-
do justicia en nombre de la República de r.oJombia y por
aUloridart de la ley, declara que no há lugar a acceder 80-
bre la resolución pedida.

Cópiese y notifiqupse esta providencia, publiquese en la
Gaceta Judicial J archivelle el expediente.

El Presidente, AUGUSTO N. S.urPEa-EI Vicepresitiente,
TANCREDO NANNErT.-MAl'iUEL J"~É ANGAR,TA-CON8TAI'lTINO
BARCO-MANUfL J,,¡;É BA RON- BARTOLOMÉ RODRIGUEZ P.-
LUIS RUBIO SÁlz-ALBIŒTO SUÁREZ MUIULLO-LuIS EDUAa-
no VILLEGAS-VicenteParra R., Secretario.
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Salvamento de voto de los señores Magistrados doctores
Rodriguez P. y Samper

No obstante la autorizada opinión de los señores Magis-
trados de la mayoria de la Corte, salvamos nuestro voto en
el auto anterior, por el motivo siguiente:

La rarte resolutiva de la sentencia de 6 de julio pasado,
dice as :

cc En mérito de las razones anteriormente expuestas, la
Corte Suprema, administrando iusticia en nombre de la Repú-
blica de Colombia y por autoridad de la ley, se abstiene de de-
cidir sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la
Ley 14 de 1914, aprobatoria del Tratado entre la República de
Colombia y Jos Estados Unidos de América, por estimar que
carece de facultad para ello."

Según el contexto de esta parte, la Corte consideró en la
sentencia reclamada que DO era competente para decidir el
punto sometido a su consideración, lo cual vale tanto como
no haberlo decidido, y por ello no es sentencia definitiva, de
acuerdo con el artículo 824 del Código Judicial. No siéndolo,
es revocable por la Corte, porque sólo las definitivas no lo
son por el mismo juez que las pronuncia.

Opinamos, pues, que ha debido reconsiderarse la senten-
cia reclamada por el señor Carlos José Espinosa.

Bogotá, septiembre 8 de 1914.

BARTOLOMÉRODRiGUEZP.-AUGUSTO N. SAMPER- NAN-
NBTTI- BAlI.co-ANGARITA-BARÓN- RUBIO SÁIZ'- SUÁRKZ
MUl\ILLO- VILLEGAS- Vicente Parra R., Secretario.

RECAPITULACION
Cuando todavia imperaba en los Estados Unidos el Par-

tido republicano, el doctor Francisco de Paula Borda, Minis-
tro de Colombia en Washington, propuso al Gobierno de
aquella nación un tratado, en virtud del cual Colombia admi-
tiria la construcción del Canal de Pana.má como una servi-
dumbre positiva, reservándose ciertos derechos especiales en
el Canal y tres porciones de territorio para su servicio, en el
centro y en los extremos de la vía interoceánica, en donde
debla ser izado el pabellón nacional, y recibirla una indem-
nización de cincuenta millones de dólares. Cuando se tuvo
noticia en Bogotá de que estas bases habian sido aceptadas
por el señor Dawson, Jefe de la Sección de Negocios con

3
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Suramérica, J que ellas contaban con la simpatia y ~I apoyo
del Presidente, sefiorTaft, el doctor Borda fae retirado (fe la
Legación en Washington y reemplazado por el General
Pedro Nel Ospina, persona que podrá reunir condiciones
muy apreciables, pero que no era nada apropiada para hevar
a cabo esa negoCIación •.

"I Pobres paises, qué mal gobernados están 1" exclamó
asombrado Mr. Taft cuando tuvo noticia de esa providencia
intempestiva, que venia a romper una negoci'lciónya casi
consumada.

Cuando el partido demócra~a llegó al poder, un miembro
connotado de él, Mr. Earl Harding, amigo decidido y defen-
sor incansable de Colombia, a quien se pensó en enviar con
el carácter de Ministro Plenipotenciario ante nuestro Gobier-
no, ideó un arreglo, mediante el cual se le restituiría a Co-
lombia el territorio situado al sur de la zona del Canal y se
le daria una indemnización proporcional a los perjuicios su-
fridos, la cual sería fijada por común acuerdo entre los dos
países, consultando los dictados de la equidad y de la justi.
cia. E~te proyecto contaba con el apoyo del Presidente Mr~
Wilson y del Secretario de Estado Mr. Bryan y tuvo univer-
sal aceptación en los Estados U nidos. Pero el Ministro de
Colombia en \Vashington se declaró adverso a él y protestó
ante el Departamento de Estado y ante la Oficina de las repú .•
blicas americanas contra el proyectado nombramiento de Mr.
Earl Harding, y el arreglo lOiclado fracasó.

" IPobres países, qué mal gobernados están 1,n debió de
exclamar asombrado Mr. Wilson cuando tuvo noticia de lo
que ocurría, y probablemente de ahi surgió la idea de propo.-
ner a Colombia el tratado que con tanto entusiasmo fue aco-
gido por nuestro Gobierno, sugerida acaso, indirectamente,
por 109 enemigos de ColOmbia, para evitar que volviera a
pensarse en una negociación aceptable ..

En enero último la prensa de esta ciudad empezó a ha-
blar vagamente del nuevo proyecto de tratado. No se deeia
cuáles eran sus bases. pero se ponderaban la honorabilidad y
competencia de los negociadores colombianos, se hablaba de
8U versación en la ciencia del derecho y de su habilidad di-
plomática, se enumeraban todos los cargos que habían desem·
pefiado, se nos decía que debíamos tener plena confianza eD
tan eminentes ciudadanos, que cuanto ellos hiciesen forzosa.
mente debía ser bien hecho, se les hacía aparecer como pres-
tigiosos jefes de pàrtido y se aseguraba que por ese motivo
8U obra seria aC6.tada por to<{ala nación. Au~ hubo q:uien
se atreviese Il decir que ella debla aceptarse, por disciphna y
por respeto.
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No faltó quien se atreviera a solicitar que se publicasen
las, bases de la negociación y se consultase la opinión nacio·
nal. Pero lejos de atender esa solicitud, se la consideró como
una blasfemia: hacerla, era dudar de la infalibilidad del se·
ñor Presidente de la República y de la de los señores asesores
del Mmisterio de Relacione,s Exleriore~.

El tratado se celebró sin contar para nada con el pah,
sin con'Sultar la opinión nacional. Se convocó el Congreso
para que lo aprobara en término angustioso, insuficiente para
su estudio, y se le notificó que debla hacerla rápida y silencio.
samerde, sin variarIe una coma.

El pueblo se opuso a esa aprobación, concurrió a las
tribunas del Senado, en donde exteriorizó su protesta, con
moderaci(~,npero con firmeza. Sus manifestaciones fueron re-
primidas 'Por medio de la fuerza; no sólo las tribunas del
Senado, sino todo el edificio y sus alrededores fueron ocupa.
dos pJr las tropas, y fue necesario mantener ese aparato ame·
nazador durante quince días, para impedir las manifestacio-
nes populares y así obtener la aprobación del Tratado.

Los responsables de su celebraci6n fueron los primeros
en confesar que era inconveniente para Colombia: "El equi.
vale de todos modos al reconocimiento de nuestra desgracia:
la pérdida del Istmo; es la fórmula de sumisión a la amar·
gura de nueslro destino. Como tal no es bueno; es lo menos
malo a que la suerte nos obliga; es la resignación ante lo irre·
vocahle ... ," Sólo alegaron en su descargo que tener un tratado
ya era tener algo; que no habían podido obtener otra cosa,
que pidieron y no se les concedió, que para lograr un arreglo
era preciso hacer sacrificios, que lo hecho fue lo más que se
pudo alc£nzar, porque era lo exigido por los Estados Unidos
y lo único que éstos aceptaban. Es decir, era una imposición.
Cualquiera diría que aquello, más que el arreglo de una cues·
tión pendiente entre dos naciones soberanas, era una capitula.
ción; que había sido necesario inclinarse anle la necesidad
de aceptar las condiciones impuestas por un enemigo vencedor
que no daba tregua ni cuartel.

Así se consumó el Tratado de 6 de abril que todos cono·
cernas.

En memorial que elevé al Congreso en asocio delselior
General Jorge Martínez L. y de muchos otros ciudadanos,con
fecha 15 de mayo del corriente año, quedó demostrado haSta
la evidencia lo que ya había sostenido gran parte de la p'rén.
SR de esta ciudad y luégo sostuvo la minoría del Congreso:
que el Tratado su«crito el 6 de abril entre Colombia y lós
Bstados Unidos de América, además de innecesario e inopor-
tuno, eS ineonvètriebte y depresivo para Colombia.
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. En la sol~cit~d q~e elevé a la Corte Suprema de Justi-
cIa ef ~5 de JUDl~ último, demostré que al celebrar ese Tra-
tado no sólo se VIOló la Constitución nacional en varios de
sus articulos, sino también en su esencia misma, en sus prin-
cipios fundamentales, y que la Ley 14 del presente afio, por
la cual se aprobó, es una ley inconstitucional, y por consi-
guiente, in exequible.

En la presente solicitud, elevada a la Corte el 19 de julio
último, demuestro que esa Superioridad si es competente para
COnOcerde la exequibilidad de dicha Ley; que el Poder Eje.
cutivo, al celebrar el Tratado de 6 de abril, y el Ltagislativo,
al aprobado, no s610 han violado la Ley fundamental de fa
República, sino preceptos 'terminantes de Derecho interna.
cional, y han celebrado y ratificado un pacto absolutamente
nulo.

La Corte Suprema de Justicia, apoyándose en razones
que han quedado suficientemente analizadas en el salvamento
de voto de los señores Magistrados Rodriguez P. y Samper y
en la segunda de mis solicitudes, y que la Nación juzgará,
se ha declarado incompetente para decidir sobre fa inexe-
quibilidad de la Ley por la cual se aprobó el Tratado, pero
esa inexequibilidad está en pie: el Tratado de 6 de abril
viola de una manera flagrante la Constitución de la Repú-
blica; por consiguiente es nulo ante el Derecho internacio-
nal, y la Ley que Jo aprueba es inexequible ante el Derecho
público de Colombia.

Ya transcurri6 el término latal de que se nos hablaba,
el que fue alegado como raz6n suprema para precipitar la
aprobación del Tratado en el Congreso: los Estados Unidos,
no obstante el grande interés que tenían en "presentarse a la
inauguración de Ja magna obra" con" el tit ulo de propiecJad
intachable I, que Colombia les iba a otorgar, prescindieron
de él: "la magna obra" fue inaugurada y fue dada al servicio
del mundo, y el Tratado aún no ha sido aprobado. Contra
lo que aqui se habla previsto, los Estados Unidos atacaron
" las dificultades más diflciles" y prescindieron de "la más
llicil," de la que iban a atacar primero: han resuelto en s.u
mayor pa.rte los problemas internacionales que tenlan enton-
ces, y el Tratado aún no ha sido aprobado. Esto demuestra
que si todo el afán y la precipitación que se pusieron en jue-
go para hacer aprobar aqui el Tratado, no eran ficticios, re-
sultaron inútiles, y que ese Tratado, inaceptable para Co-
lombia, It> era también para Jos Estados UnIdos.

Como se ve, el Gobierno del sei'ior Restrepo hizo fracasar
dos ne¥ociaciones Ilceptables para ~OSQtr08~,certadas eq
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108 Estadol Unidos, y puso todo su conato en celebrar un
Tratado que es inconveniente y depresivo para Colombia,
violatorio de la Ley fundamental de la República y de la Ley
iuprema de las naciones, nulo ante el Derecho internacional
e maceptable para la otra parte contratante.

Esto último se explica fácilmente si se tiene en cuenta que
los Estados Unidos buscaban un título de propiedad limpio
y saneado sobre la zona del Canal, que habrá de servir de eje
al progreso del mundo, y cuyo control sólo será efectivo si al
hecho de la pOli'esiónse agrega la fuerza del derecho; buscaban
también una patente limpia para hacer triunfar sus influen-
cias políticss y comerciales en los países suramericanos, donde
80n mirados con desconfianza y animadversión. Cualquiera
de las dos negociaciones iniciadas anteriormente hubiera po•.
dido llenar ese objeto, pero en manera alguna la que se cele•.
bró el 6 de abril. Aceptada como una imposición, mal pue-
den calmarse con ella la desconfianza y los recelos de los
paises suramericanos. Celebrada sin tener en cuenta para
nada la opinión y el sentimiento nacionales, mal puede satis-
facer a COlombia. Violatoria de la Constitución colombiana
y de preceptos elementales del Derecho de Gentes, y por con-
siguiente, nula, mal puede constituir el titulo limpio y sanea-
do que deseaban los Estados U nidos.

El pueblo americano quiere algo más que palabras de
cancillerla, y el finiquito ofieial puesto en un documento
que lleva al pie las firmas de titulados jefes de partido, quiere
la amistad sincera, la alianza tácita del pueblo de Colombia,
duetio de la zona del Canal, setior y soberano de costas e islas
que pueden constituír el mayor peligro de esa zona, si tra8
palabras oDciales de cordialidad diplomática, continúa la ges-
tación de un odio santo.

Pero los acontecimientos que están cumpliéndose actual-
mente han venido a hacer ese Tratado aún más inconvenien-
le para Colombia y aceptable para Jos Estados Unidos. A pe-
sar de las razones apuntadas, ellos hoy necesitan aprobarlo
para tener un Utulo cual9uiera, no importa que sea nulo, so-
bre la zona del Canal. Mientras las potencias europeas esta-
ban enfrentadas las unas a las otras en amenazadora expecta-
tiva, tenían que soportar el predominio de los Estados U ni-
dos sobre el Canal de Panamá; maliana, cuando ellas hayan
puesto-fin, con la sangrienta lucha que estamos presenciando,
a esa embarazosa situación; cuando no haya en Europa más
que vencedores y vencidos, los primeros, sean ellos quienes
fueren, no podrán consentir en que los Estados Unidos sean
amosl se~or6!i ~e la Have de IQs QJ41res,del control del co·
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fDe'ci~ universal, de la pli~ra pl1Iici6n~l'_ dehlluD-
dn_" leg impondréo la neotralizaci6n. del ~aL· Labora de
la.justicia habré' sonado entonces pau Colombia •.

Los Estados Uaidos no tienf!D más derecho sobre la zona
del Canal <{ueel de la usurpación, llevada.R cabo sobre un
pueblo débll y amigo, por medio de la fuerza y el cohecho,
cO,llviolación de un Tratado público y de Jas prescripciones
t.utelares del Derecho ioternacional; ni tendrán otro titulo
que un Tratado nolo, para cuya ceJebración fue necesario
violar la Constitución de Colombia, transgredir los más ele-
mentales principios del Derecho de Gentes, y contrariar el
sentimiento público ..
. Si algo poede impedir que se le baga a Colombia justicia

compJeta, es el Tratado de 6 de abril, porque, no obstante so
nulidad absoluta, las estipulaciones que contiene probablemen-
te serán cODsideradas como el maximum de las aspiraciones
colombianas; sin teoer eo cueota que ese Tratado puede ser
expresióD de la vobmtad del sefiar Carlos E. Restrepo, pero
en mal)era ~lguna de la voluntad Dacional; que en él pùeden
estar sintetizadas las aspiraciones. de quienes lo celebraron,
pero oó las del pueblo colombiano, que se opuso enérgicamen-
te a su aprobación. El sólo quiere que se le haga justicia. No
exige nada más, pero tampoco acepta nada menos; porque si
Colombia es un pueblo débil, es y debe ser un pueMo digno,
y tiene de 8U parte la razón y el derecho, lo cual no ha debi-
ao olvidarse ni por un momeoto· al entrar a tratar COD 108
Estados Unidos.

~ ,Carlos J0s6 Espinosa

Bogo~, septiembre IS de 1914


